
DESGLOSE POR TEMAS · INFORME ANUAL DPA 2024

12. Personas Mayores

1

PARTE GENERAL 3

1. Personas mayores por derecho propio 3

1.1. El marco normativo de los derechos de las personas mayores 3

1.2. Mayormente dignos: objetivando valores sociales 5

1.3. En edad de merecer: ejerciendo derechos propios 8

1.3.1. Los derechos de las personas mayores en el Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) 8

1.3.2. La atención a las personas mayores en el ámbito residencial 11

1.4. La coordinación sociosanitaria 14

ESTE TEMA EN OTRAS MATERIAS 17

2.1.3. Infancia y adolescencia 17

2.1.3.1. Introducción 17

2.1.5. Salud y bienestar 17

2.1.5.2.3. Atención especializada 17

2.2.3. Empleo público 18

2.2.3.2.2. Personas empleadas del ámbito general de la Junta de Andalucía 18

2.2.6. Servicios de Interés General y Consumo 19

2.2.6.1. Introducción 19

2.2.6.2.1.2. Suministro domiciliario de agua 20

2.2.6.2.1.3. Servicios financieros 20

2.3.3. Mediación 21

2.3.3.2.1. Quejas relativas al eje de Personas 21

2.4. Resoluciones 21

2.4.1. Personas 21

2.4.1.1. Dependencia y Personas mayores 21

REVISTA DEL INFORME ANUAL 24

Los derechos de todos los vulnerables 24

2. Eje Personas 25

El precio de los seguros para personas mayores. Entre la legalidad, la justicia y la equidad 25

La salud mental dificulta la superación de los factores de inclusión 26

12. Personas Mayores

En el desglose de cada tema hemos incluido todo lo que se dice en el Informe Anual sobre ese tema, tanto en la materia 
principal como en otras materias. Asimismo, hemos incluido los artículos de la Revista Resumen del Informe Anual 
que afectan a este tema.



DESGLOSE POR TEMAS · INFORME ANUAL DPA 2024

12. Personas Mayores

2

3. Eje Planeta y Prosperidad 28

Subvenciones y ayudas en concurrencia no competitiva. Tonto el último 28

4. Eje Cultura de Paz 29

La buena administración: XXXVII Jornadas de Coordinación de las Defensorías del Pueblo en España 29

El impulso a la mediación y otros métodos de solución de conflictos 30

Reforzar la alianza con las entidades sociales en la defensa de los derechos y libertades de las personas 32

La coordinación entre administraciones, un reto para trabajar en entornos vulnerables 35



DESGLOSE POR TEMAS · INFORME ANUAL DPA 2024

12. Personas Mayores

3ÍNDICE >

Parte General
1. Personas mayores por derecho propio

1.1. El marco normativo de los derechos de las personas 
mayores

Es preciso tomar en consideración que el conformado por las personas mayores es un grupo heterogéneo de personas 
adultas, en principio capaces y autónomas, que presenta un especial riesgo de encontrarse en situación de vulnerabi-
lidad por las mermas naturales de la evolución vital.

Al propio tiempo, por su sola edad, las personas que conforman este colectivo etario son más proclives a padecer la 
discriminación producto de ciertas inercias de comportamiento social, rayanas en el edadismo, con la consiguiente falta 
de respeto a su voluntad e individualidad.

Del mismo modo, ni el derecho, ni el diseño de procedimientos administrativos, ni la organización de los servicios pú-
blicos, adaptan su contenido y formas a las especiales características y habilidades de las personas mayores, lo que en 
ocasiones conduce a su exclusión a través de barreras limitativas del ejercicio de sus derechos y de su participación social.

Preguntarnos si las personas mayores, como adultas capaces, son libres o las limitaciones de la edad condicionan la 
autonomía de su voluntad; cuestionar si son respetadas o se falta a su dignidad; conocer qué trabas encuentran en el 
ejercicio de sus derechos, particularmente en los de protección social; o ahondar en la idoneidad de los cauces para 
ejercer estos derechos, hacía preciso conjugar las experiencias conocidas en esta Institución, con la visión de los res-
ponsables de las administraciones públicas sobre la suficiencia y efectividad de los instrumentos establecidos para ello.

En el año 2024 esta Institución determinó celebrar una jornada centrada en las personas mayores andaluzas como 
sujetos de derechos.

Bajo el significativo lema “Personas mayores por derecho propio”, cuyo título ya lo dice todo, el Defensor del Pueblo 
Andaluz pretendió traer al debate público las necesidades de este grupo heterogéneo de andaluces y andaluzas cada 
vez más voluminoso demográficamente que, no solo por su número, sino también por su valor social, debería tener una 
presencia destacada en la orientación de las políticas públicas andaluzas y en la participación social.

Tras los años de experiencia acumulada y amainados los momentos más críticos vividos en lo que atañe al bienestar de 
las personas mayores, singularmente reflejados en el Informe “Derechos de la ciudadanía durante la COVID-19. Primera 
ola de la pandemia”, esta Institución consideró inaplazable acometer una reflexión centrada en las personas mayores de 
Andalucía, con serenidad pero también desde una posición de enérgica defensa de sus intereses, desde la convicción 
de que es preciso detectar y erradicar comportamientos vulneradores de sus derechos humanos.

Guiados por este objetivo, las jornadas se sustentaron sobre un pilar troncal, el de la visión ética, cuyo marco sentó Dña. 
Adela Cortina, Catedrática de Ética y Filosofía Política en la Universidad de Valencia, en su ponencia sobre “El mundo 
de los mayores. Una perspectiva ética”.

La ética, esa cualidad rectora del comportamiento humano intersubjetivo que, como afirma Dña. Adela Cortina, forja 
el carácter y lo predispone hacia virtudes que sustentan y sirven de guía de un proceder justo y prudente, es el punto 
de partida que lo compendia todo. Impregnados de ética, los comportamientos individuales, los sociales y el proceder 
de las administraciones públicas arrojarían resultados muy diferentes y, desde luego, en consonancia con las normas y 
respetuosos de los derechos. Porque los derechos, no lo olvidemos, no son configuraciones abstractas, sino la construc-
ción creada y respaldada por el conjunto de la sociedad para salvaguardar la dignidad de la persona.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/jornada-personas-mayores-por-derecho-propio
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/derechos-de-la-ciudadania-durante-la-covid-19-primera-ola-de-la-pandemia
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/derechos-de-la-ciudadania-durante-la-covid-19-primera-ola-de-la-pandemia
https://www.youtube.com/watch?v=-ki6hqBaYlM&t=2239s
https://www.youtube.com/watch?v=-ki6hqBaYlM&t=2239s
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Efectivamente, como hemos tenido ocasión de expresar en anteriores informes de esta Institución, cuando de personas 
mayores se trata, el primer factor relevante es el factor cultural o de conformación de la conciencia social.

Los valores sociales influyen de manera decisiva en el trato que damos a nuestros mayores. La manera en que la socie-
dad concibe a las personas mayores tiene que ver con el respeto, la atención y el cuidado que les dispensamos y con la 
estima de su aportación a la colectividad. La mentalidad social, a su vez, se refleja claramente en la suficiencia y calidad 
de los instrumentos dedicados a su inclusión y protección, o en la falta de ellos.

Los casos de desprotección, exclusión, abuso o desconsideración hacia las personas mayores, tanto por el hecho objetivo 
de su edad como por la merma de sus facultades, colocándolas en situación de vulnerabilidad, deben ser concebidos 
sin duda como supuestos de falta de ética, de carencia de valores y de transgresión de derechos humanos individuales.

¿La falta de respeto, el abuso sobre las personas mayores en su entorno familiar o social, es producto de una concepción 
social que desmerece a las mismas?

¿Tiene la Administración pública instrumentos adecuados, ágiles y efectivos para garantizar el respeto a la dignidad de 
las personas mayores y proscribir el abuso sobre las mismas en el ámbito domiciliario y en el social, o carece de medios 
bastantes para detectar y erradicar situaciones de desvalimiento?

Y si no los tiene, o los dispuestos son ineficaces, ineficientes o insuficientes, ¿cuál es la razón que le impide disponer 
de medios mejores y más útiles?

El segundo factor de interés en relación con las personas mayores, es el factor tiempo, un elemento crucial cuando se 
trata de su protección jurídica y del acceso a los servicios, prestaciones y recursos oportunos. La diligencia o la falta de 
ella no solo delimitan la frontera entre una buena o una mala Administración, sino que suponen la diferencia entre una 
Administración ética y una Administración  negligente o inepta.

La transgresión a estos derechos la vivimos a diario en el acceso a las prestaciones y servicios del Sistema para la Auto-
nomía y Atención a la Dependencia (SAAD) que, como siempre reiteramos, no obstante tratarse de un Sistema dirigido 
a la protección de todas las personas con limitaciones para desarrollar las actividades básicas de la vida diaria, tiene 
como peticionarias mayoritarias a personas mayores, de edades cada vez más avanzadas.

Finalmente, la coordinación sociosanitaria es otro de los ámbitos de interés para las personas mayores que aún pende 
de desarrollo normativo en Andalucía, con desatención entretanto de situaciones que demandan los beneficios más 
amables de un enfoque humanizado, como ocurre con la suerte de las personas mayores que concluido su proceso de 
hospitalización precisan de apoyo a la convalecencia para poder tener alguna oportunidad de retornar a su domicilio, 
en lugar de ser abocadas a una institucionalización residencial que no desean y que cambiará para siempre su proyecto 
de vida.

Como telón de fondo hemos desplegado la bandera de una cada vez más resonante reivindicación, cuya voz se alza 
desde diversas organizaciones e instituciones nacionales y supranacionales, que propugna la necesidad de promover 
los derechos de las personas mayores y de garantizarlos a través de un instrumento jurídico vinculante, una Convención 
Internacional, que contemple una regulación específica, un estatus jurídico diferenciado.

En el continente americano existe desde el año 2015 la Convención Interamericana sobre la protección de los derechos 
humanos de las personas mayores.

Esta posibilidad se ha venido debatiendo largamente en el seno de las Naciones Unidas, culminando en la Resolución 
aprobada por su Asamblea General el 13 de agosto de 2024, en la que se respaldan las recomendaciones adoptadas en 
la decisión 14/1 del Grupo de Trabajo de Composición Abierta sobre el Envejecimiento, (“Recomendaciones relativas a la 
determinación de posibles deficiencias en la protección de los derechos humanos de las personas de edad y la mejor 
forma de subsanarlas”), instando a los órganos competentes de las Naciones Unidas a su análisis y solicitando a dicho 
fin la reunión de la Presidencia de la Asamblea General, para definir las próximas medidas sobre los retos y las oportu-
nidades en relación con los derechos y el bienestar de las personas de edad.

Con todo, ciertamente en Andalucía existe un marco jurídico, estatutario y legal, que destaca específicamente los 
derechos de las personas mayores.

https://docs.un.org/es/A/RES/78/324
https://docs.un.org/es/A/RES/78/324
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Y así, el Estatuto de Autonomía para Andalucía dedica a las personas mayores su artículo 19, a tenor del cual: “Las personas 
mayores tienen derecho a recibir de los poderes públicos de Andalucía una protección y una atención integral para la 
promoción de su autonomía personal y del envejecimiento activo, que les permita una vida digna e independiente y su 
bienestar social e individual, así como a acceder a una atención gerontológica adecuada, en el ámbito sanitario, social 
y asistencial, y a percibir prestaciones en los términos que establezcan las leyes”.

Igualmente contamos con una ley singularizada de larga data, la Ley 6/1999, de 7 de julio, de atención y protección a 
las personas mayores en Andalucía, anterior en el tiempo al Estatuto de 2007, que se proyecta sobre todo el elenco de 
derechos y libertades de que pueden ser titulares las personas mayores.

La Ley de 1999 proscribe de forma expresa la discriminación por edad, deficiencia o enfermedad, impone a las adminis-
traciones públicas de Andalucía el deber de garantizar a las personas mayores el goce de todos los derechos y libertades 
constitucionales y reconocidos por el resto del ordenamiento jurídico y, regula, nada más y nada menos, que su derecho 
de participación, el de acceder a los servicios sociales comunitarios y especializados, los derechos de atención sanitaria 
y sociosanitaria, el derecho a actuaciones públicas en materia de vivienda y urbanismo, a la educación y la formación, 
la cultura, el ocio, el turismo y el deporte y a la protección económica y jurídica.

Su objeto es “regular y garantizar un sistema integral de atención y protección a las personas mayores, que cuente con 
la colaboración y participación de todas las Administraciones Públicas de Andalucía así como de los propios sectores 
sociales a la que va dirigida y cuyas actuaciones respondan a una acción planificada, coordinada y global donde se 
contemplen medidas en todas las áreas que afectan a estas personas a fin de conseguir” los objetivos que declara la 
propia Ley 6/1999.

Sobre los fundamentos normativos expuestos y a pesar de los mismos, es oportuno que, como sociedad, nos cuestio-
nemos si, efectivamente, las personas mayores lo son por derecho propio, esto es, si sus derechos singulares están ga-
rantizados, si pueden ejercerlos con autonomía, libertad e igualdad, si tales derechos tienen un auténtico reflejo en las 
políticas públicas, si existen puntos ciegos a la intervención de las instituciones de garantía de sus derechos, si nuestra 
sociedad reconoce el valor de las personas mayores y respeta su dignidad y, en suma, tanto la adecuación del marco 
jurídico que regula su atención y protección como su materialización en las políticas públicas y en la respuesta de los 
responsables públicos.

Los cambios legislativos de calado acaecidos a nivel estatal y autonómico en veintiséis años desde su vigencia, apuntan 
a la conveniencia de que la atención y protección a las personas mayores en Andalucía se funde sobre nuevas bases, 
debidamente actualizadas, que permitan tanto la armonización y actualización normativa, como su adaptación a la 
realidad social.

Al margen de esta oportunidad, por lo que a esta Institución compete, consideramos inexcusable que el objeto mani-
festado por la Ley tenga auténtico reflejo en las políticas públicas o, lo que es lo mismo, la suficiencia de las medidas 
y actuaciones de las administraciones públicas dirigidas a la efectividad de los derechos de las personas mayores, en 
todos los ámbitos que contempla.

Analizamos a continuación las dificultades que enfrentan algunas personas mayores en su entorno familiar y social 
cuando se encuentran en situación de desvalimiento por la edad, los retos que afrontan para acceder al Sistema de 
Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD), los cuidados de atención social y sanitaria que se les dispensan en el 
ámbito residencial y los instrumentos para la coordinación sociosanitaria.

Es importante no perder de vista el reto demográfico que para los servicios públicos representa la pirámide poblacional 
en España y, particularmente, en Andalucía, dado que en el año 2029 las personas mayores supondrán el 29% de la po-
blación andaluza, con consecuencias en el ámbito sanitario y en el sociosanitario que requieren de medidas inaplazables 
en los servicios públicos sanitarios y sociales.

1.2. Mayormente dignos: objetivando valores sociales
La Ley 6/1999, de 7 de julio, de Atención y Protección a las Personas Mayores de Andalucía, regula su protección jurídica 
(Título V), refiriéndose a la investigación a que han de dar lugar las denuncias formuladas ante las administraciones 
públicas sobre la desasistencia en que pueda hallarse una persona mayor, con la adopción de las medidas adecuadas 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1999-19448
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1999-19448
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para su cese; imponiendo la obligación de poner inmediatamente en conocimiento del Ministerio Fiscal las situacio-
nes de maltrato sobre personas mayores detectadas por cualesquiera órganos de las administraciones públicas, así 
como las que detecten los profesionales, familiares, amigos, vecinos o instituciones; regulando la comunicación de las 
situaciones de expoliación del patrimonio de una persona mayor; y preceptuando el traslado al Ministerio Fiscal del 
comportamiento del tutor o curador, perjudicial a los intereses de la persona mayor.

Complementariamente, el Decreto 23/2004, de 3 de febrero, regula la Protección Jurídica a las personas mayores.

Concienciar de una realidad es la base que permite conformar la actitud y la respuesta social y, en este sentido, es impres-
cindible que esta concienciación parta de fomentar una educación en el respeto y en la solidaridad intergeneracional, 
y se refleje en las normas, en las políticas públicas y en la actuación de las diferentes administraciones.

Es necesario fomentar una educación en el respeto y en la 
solidaridad intergeneracional, y que se refleje en las normas, en 

las políticas públicas y en la actuación de las administraciones.

Es loable la labor que desarrollan las entidades del tercer sector que han asumido la bandera de luchar con tenacidad a 
favor de la dignidad y el respeto de los derechos de las personas mayores y de trabajar por la erradicación del maltrato 
en la vejez.

Para dar visibilidad a este cometido, en la jornada pudimos contar con el testimonio de una trabajadora social de la 
Confederación Estatal de Mayores Activos (CONFEMAC), que relataba la ardua misión desarrollada para canalizar ade-
cuadamente los casos de abuso y maltrato detectados en el ámbito domiciliario, por la resistencia a implicarse en los 
mismos y la tardía reacción de las administraciones.

Los testimonios expresados dibujaron una concepción del entorno familiar de las personas mayores, como ámbito pri-
vado excluido de la intervención pública, que dificulta el levantamiento del velo del posible abuso que en su seno pueda 
ejercerse sobre los miembros de mayor edad del grupo.

De forma particular, como ejemplo de interés, relató las sospechas de posible maltrato domiciliario de una señora ma-
yor generado por parte de dos de sus hijas convivientes, que impedían su contacto con otros familiares y allegados, así 
como el acceso a los servicios y prestaciones públicos más elementales como los sanitarios y los de protección social: 
la afectada no era desplazada al centro de salud, no se permitía al médico de cabecera o al personal de enfermería de 
enlace acceder al interior del domicilio, ni consentían las hijas en que su madre se beneficiara del servicio de ayuda 
a domicilio que le había sido reconocido por su situación de dependencia, y que finalmente hubo de ser extinguido.

El enquistamiento del caso llevó a la entidad CONFEMAC a solicitar la intervención del Defensor del Pueblo Andaluz, 
hasta que se produjo el acceso a la vivienda de los técnicos del Servicio Andaluz de Salud, comprobando que la afectada 
se encontraba entonces en buen estado.

La postura de la Fiscalía se centraba en entender que aún debiendo mantenerse la vigilancia, con la finalidad de poder 
decidir la intervención sanitaria forzosa, se trataba de un “asunto fronterizo, que no ofrece una base clara para actuar, 
a medio camino entre el conflicto familiar y una sospecha de desamparo”.

En esta conclusión que nos retornaba al punto de partida del planteamiento inicial, nos seguimos preguntando cómo 
y por quién se podría desplegar, la vigilancia aludida por el Ministerio Fiscal, dentro de un domicilio particular al que no 
se permite el acceso con virtualidad suficiente para permitir una decisión protectora de los derechos de esta persona 
mayor, por cierto, fallecida al poco tiempo sin haber retomado el contacto con el resto de sus familiares.

Sin ánimo de generalizar ni de causar alarma, pero sí con la voluntad de poner el acento en el papel que las administra-
ciones deberían asumir para proteger a las personas mayores que padecen situaciones de vulnerabilidad en su entorno 
familiar, debemos traer a colación otro caso que ilustra perfectamente la preocupación de esta Institución.

El bienestar de una persona mayor en su ámbito familiar o, de forma más precisa, su posible abandono dentro del 
mismo, nos fue trasladado por el sobrino de un vecino mayor de la provincia de Jaén, tras haberlo comunicado los her-
manos del afectado a los Servicios Sociales Comunitarios, días antes de que falleciera.
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El interesado relataba que su tío se encontraba postrado en cama tras sufrir un ictus, viviendo en soledad, apartado de 
la convivencia familiar diaria y desatendido por su mujer e hijos.

Refería que en sus visitas una hermana del afectado se había alarmado ante el riesgo que corría, al comprobar que 
presentaba signos evidentes de desmejoría (extrema delgadez), que soportaba altas temperaturas en época estival, sin 
nada más que un ventilador y que se quejaba de los dolores causados por las escaras producto de la postración y de 
la falta de cambios posturales. Alertados los servicios sociales del municipio y el Centro de Salud, efectuaron asimismo 
llamada al Teléfono de Atención a las Personas Mayores.

El compareciente ponía el acento en la falta de respuesta de los Servicios Sociales. La trabajadora social de la Unidad de 
Trabajo Social del Ayuntamiento efectuó visita al domicilio dos días después de la denuncia recibida por la familia del 
afectado y desde el Teléfono de Atención a las Personas Mayores se había recabado el informe elaborado por la misma, 
aunque ninguna decisión se había adoptado quince días más tarde, fecha del fallecimiento del afectado.

Describía la trabajadora social el escenario del que fue testigo en su visita, refiriendo que el domicilio familiar constaba 
de dos pisos independientes y que el afectado vivía en el segundo piso, para acceder al cual “había que atravesar un 
patio, que se encontraba a medio construir con gran cantidad de escalones y difícil acceso. Este piso consta de cocina, 
aun sin muebles ni los electrodomésticos, y varios dormitorios”, en uno de los cuales estaba el dependiente, encamado, 
contando el dormitorio con una mesa con los útiles destinados a su atención (cremas, pañales…).

Aclaraba que la comunicación con el dependiente no había sido posible por encontrarse bastante débil. La profesional 
refiere que “en esa parte de la vivienda el calor era sofocante, careciendo de aire acondicionado, solo contaban con un 
ventilador que era insuficiente para refrescar una habitación tan calurosa”.

Y concluye valorando que con las apreciaciones limitadas de una sola visita, consideraba que el afectado estaba siendo 
atendido en sus necesidades básicas físicas, aunque la distribución de la vivienda, el lugar de ubicación de la habitación 
de éste y la evidencia de que la familia hacía vida en la parte de abajo, le llevaba a considerar que existía negligencia en 
la parte más personal y afectiva, no prestándole acompañamiento, apoyo ni cariño.

La circunstancia más llamativa en este episodio radica en la información que proporciona la trabajadora social, cuando 
indica que procedió a revisar el expediente de dependencia del fallecido, reconocido como dependiente severo, Grado 
II, percatándose de que tenía reconocida la prestación económica para cuidados en el entorno familiar y de que nueve 
meses antes su mujer había solicitado la revisión de grado y que le manifestó que su intención era optar posteriormente 
por un cambio de la prestación por el servicio de ayuda a domicilio.

Ante ello, la trabajadora social informó a la mujer del afectado que procedería a solicitar la valoración de grado por el 
procedimiento de urgencia y a tramitar el cambio de prestación aludido, además de informarle “de sus obligaciones 
hacia su marido y que teniendo en cuenta su grado de dependencia, sus cuidados debían de ser constantes”. Nada de 
ello pudo tener lugar por el fallecimiento inmediato del dependiente.

Tampoco se había efectuado nunca control alguno sobre la aplicación a sus fines de la prestación económica para 
cuidados en el entorno familiar que tenía reconocida, a pesar de que dicha supervisión se comprende dentro de las 
actuaciones previstas en el  Plan General de Inspección de los Servicios Sociales (el Plan aprobado para los años 2022 y 
2023 por la Orden de 22 de diciembre de 2021 y prorrogado para 2024 por la Orden de 12 de diciembre de 2023).

La razón de esta carencia de supervisión y verificación de su adecuada utilización es que los Servicios Provinciales de 
Inspección carecen de personal suficiente para ejercer correctamente las labores que tienen normativamente enco-
mendadas (Ley 6/1999, Ley de Servicios Sociales de Andalucía 9/2016 y Decreto 25/2018, de 23 de enero). 

Así lo reconoció en la Jornada celebrada la Coordinadora de la Inspección General de Servicios Sociales de la Consejería 
de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad, que aludía a la dotación de solo cuatro inspectores en la provincia 
mejor dotada. Lo que supone un número absolutamente ínfimo, impide que se puedan realizar las actuaciones previs-
tas en los Planes Anuales de Inspección, supervisar los servicios y prestaciones del SAAD (Sistema para la Autonomía y 
Atención a la Dependencia) y, como después diremos, acometer inspecciones residenciales adecuadas.

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/239/BOJA23-239-00003-18915-01_00294030.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2023/239/BOJA23-239-00003-18915-01_00294030.pdf
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1.3. En edad de merecer: ejerciendo derechos propios

1.3.1. Los derechos de las personas mayores en el Sistema para la 
Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD)

Obtener el apoyo del Sistema de la Dependencia y hacer efectivo el derecho subjetivo que consagró la Ley 39/2006, es 
una de las deudas pendientes del Estado del Bienestar.

Las causas principales son la insuficiente financiación, que impide que pueda contar con los medios personales y ma-
teriales precisos; la alambicada organización, procedimental y en la intervención (a pesar de la aprobación de un nuevo 
procedimiento que hasta tanto no se implante definitivamente, más está lastrando que ayudando a agilizar el Sistema, 
varado en el proceso transitorio); y, cómo no, la ascendente demanda de una población con edades más avanzadas y 
en progresión numérica, que precisa revisar su situación de dependencia y la idoneidad del recurso de forma periódica.

De fondo, una Administración que manifiesta defectos en la atención e información; levanta barreras en el acceso a las 
dependencias administrativas; prioriza la cita previa telefónica; reitera requerimientos de documentación ya aportada 
al procedimiento; y, en resumen, incumple el procedimiento administrativo, particularmente, en los plazos fijados para 
tramitar y resolver.

Es por otra parte notorio que el porcentaje mayoritario de peticionarios del Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia es de personas mayores. En las quejas de esta Institución representan más del 95% de los casos, siendo 
muy significativa la demanda de personas de edades muy avanzadas. 

Cronificadas las graves disfunciones del SAAD la pregunta que formulamos es: ¿podemos considerar “edadismo” la 
infracción reiterada de la regulación normativa específica que reconoce a las personas mayores derechos propios, o 
derechos cuyo ejercicio es más previsible que corresponda a este grupo de población, dificultando su acceso al disfrute 
de los mismos?

A ello cabría añadir si hay “edadismo” en los criterios que aplica la Administración para reconocer a favor de las personas 
mayores unas u otras prestaciones y servicios de los contemplados en el catálogo de la Ley 39/2006, en la calidad de los 
servicios que presta el Sistema, en las decisiones sobre la entidad de su evaluación, inspección y control, o en las razones 
que puedan subyacer a la decisión discrecional sobre su forma de gestión y financiación.

La respuesta a esta pregunta es que existe una vulneración generalizada de los derechos de las personas mayores en 
el SAAD, cuyo resultado es el de personas en situación de vulnerabilidad que, por edad y/o enfermedad, tienen merma-
da su autonomía física, mental, intelectual o sensorial y están precisadas de apoyo para poder afrontar las actividades 
básicas de la vida diaria.

En el capítulo dedicado al Sistema de la Dependencia de este Informe Anual, analizamos las principales problemáticas 
del mismo en el año 2024: a su infrafinanciación, inobservancia de plazos y complejidad procedimental y administrativa, 
se han venido a añadir ahora otros elementos que lo han situado en un punto límite.

Nos referimos en particular a la proliferación de revisiones de PIA para incrementar la intensidad del Servicio de Ayuda 
a Domicilio, conforme a lo establecido en el Real Decreto 675/2023; a la situación de inferioridad en número de horas 
de ayuda a domicilio en que han quedado todos los dependientes moderados tras dicha reforma; a la multiplicación y 
retraso que arrastran las solicitudes de revisión de grado, tan relevantes para las personas mayores, debido a la evolución 
más rápida de su pérdida de autonomía y a la necesidad de contar con el apoyo acorde a la misma en cada momento; y, 
de forma crucial, a la envergadura que comporta la implantación del procedimiento de dependencia vigente desde el 16 
de marzo de 2024, que ha dejado estancados en el sistema transitorio ingentes expedientes iniciados de forma previa.

Las consecuencias que las dilaciones en la efectividad del derecho comportan en las personas mayores y en su entorno 
vital son devastadoras: cónyuges añosos a cargo de otros cónyuges que también tienen limitada su capacidad física 
soportan el peso de la carga sin ningún apoyo administrativo; hijos e hijas compelidos al sufrimiento de conciliar vida 
laboral, familiar y atención a sus progenitores, desvalidos física o mentalmente; o personas mayores sin apoyo familiar 
ni social en situación de cuasidesamparo.
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Desde Sevilla nos escribía la hija de un hombre mayor, afectado por alzheimer, cuya solicitud para el reconocimiento 
de su situación de dependencia se registró en enero de 2021. Refería que su deterioro era cada vez mayor y la situación 
en casa insostenible.

La interesada recibió notificación el 19 de octubre del mismo año, por la que se le comunicaba el inicio del procedimiento, 
indicándole que la solicitud había tenido entrada en el registro de la Delegación Territorial competente de la Consejería 
de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación en septiembre de 2021 y se le informaba que “El plazo máximo legalmente 
establecido para resolver y notificar el grado de dependencia es de 3 meses desde la fecha anteriormente indicada. 
Transcurrido dicho plazo, la solicitud podrá entenderse desestimada, sin perjuicio de la obligación de la Administración 
de resolver expresamente. Si fuera reconocido/a con algún grado de dependencia, en el plazo máximo de 3 meses desde 
la anterior resolución, deberá notificarse la resolución aprobatoria del programa individual de atención, reconociéndole 
el derecho de acceso a la prestación o prestaciones correspondientes”.

La compareciente señalaba que la valoración de su padre no había tenido lugar hasta abril de 2024, ya conforme al 
nuevo procedimiento, fecha desde la cual no habían vuelto a tener noticias de la situación del expediente concluida 
dicha anualidad.

El correo electrónico que la interesada dirigió a la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía (ASSDA) 
en agosto de 2024, fue respondido en septiembre, reconociendo la ASSDA las dificultades generadas tras la aprobación 
del nuevo decreto de simplificación del procedimiento con la visita unificada (Decreto-ley 3/2024, de 6 de febrero), afir-
mando que padecían problemas relacionados con la migración de los datos a las nuevas aplicaciones informáticas, por 
lo que estaban sufriendo graves retrasos que influían negativamente en la gestión del servicio.

Otros expedientes permanecen en los parámetros de años previos, que no por conocidos dejan de ser anómalos. Y así, 
mencionamos otra solicitud de dependencia de una vecina mayor de Jaén de enero de 2023, valorada conforme al nuevo 
procedimiento en mayo de 2024, resultando una Gran Dependencia con asignación de servicio de ayuda a domicilio 
por resolución de finales de noviembre de 2024. Esto es, dos años para acceder al SAAD.

Apreciamos en todo caso una enorme variabilidad entre solicitudes de la misma provincia y fecha de presentación si-
milar, ya que en Jaén, por ejemplo, la formulada por una mujer mayor en la misma fecha que la anterior, enero de 2023, 
permanece inconclusa cerrado 2024, sin que podamos explicar la razón que justifica la diferencia con el caso anterior. Y 
lo mismo podríamos decir respecto de otras provincias, resultando imposible dilucidar el criterio que rige el impulso de 
los expedientes, sobre todo de los iniciados de forma previa al nuevo procedimiento, que son los del sistema transitorio 
afectados por la migración de datos.

Las revisiones de grado parecen ser las que acumulan mayores dilaciones, con casos como el del vecino de Dos 
Hermanas (Sevilla), que solicitó dicha revisión en junio de 2022 y obtuvo una Gran Dependencia en enero de 2024 (queja 
24/3981). A los dieciocho meses para la referida revisión de grado debe añadirse el tiempo posterior hasta su efectividad, 
con propuesta de PIA de servicio de ayuda a domicilio, formulada por los Servicios Sociales Comunitarios con fecha 21 
de mayo de 2024, que no había sido aprobada en enero de 2025, como nos comunicaba la interesada en respuesta a la 
resolución emitida por esta Institución.

En algunas ocasiones tiene lugar la desafortunada aparición de alguna experiencia traumática, que se enmarca en un 
contexto de dilaciones que desmoralizan a las personas atrapadas en situaciones familiares complejas.

Así ocurrió en el seno de una familia de Sevilla, cuyo padre padece demencia senil con comportamientos agresivos y 
que había solicitado el reconocimiento de su situación de dependencia en mayo de 2023, sin haber recibido respuesta 
alguna en julio de 2024.

El núcleo familiar de convivencia estaba conformado por el solicitante, su mujer y su hijo dependiente con trastorno del 
espectro autista. La dependencia de padre e hijo y las agresiones físicas entre ambos habían ocasionado el estado de 
depresión de la madre, sometida a medicación para mitigar su temor y ansiedad.

Tras recibirse la queja tuvo lugar un suceso dramático, al atentar la madre contra la vida del hijo y la suya propia que, 
aunque afortunadamente no sesgó la vida de ninguno, se explica claramente por el estado mental al que se vio condu-
cida aquella ante la falta de apoyo administrativo a una situación familiar que le resultaba angustiosa.

Los testimonios que nos remiten las familias de las personas 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-atiendan-la-solicitud-por-su-situacion-de-dependencia-y-agilicen-la-ayuda-para-el
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-atiendan-la-solicitud-por-su-situacion-de-dependencia-y-agilicen-la-ayuda-para-el
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mayores es el de impotencia, sufrimiento por la falta de 
atención a las mismas y percepción de dejadez y abandono de la 

Administración

Este hecho sobrevenido determinó que el padre fuese ingresado en plaza residencial privada que la familia hubo de 
sufragar a costa de su esfuerzo, orientando la ASSDA a los afectados a solicitar la tramitación por el procedimiento de 
urgencia, a pesar de que estaba cumplido con creces todo plazo procedimental ordinario.

Los testimonios que nos remiten los familiares de las personas mayores es el de impotencia, sufrimiento por la falta de 
atención a las mismas y percepción de dejadez y abandono de la Administración.

Una mujer de la ciudad de Cádiz lo expresaba muy bien cuando decía (queja 23/7173: “Le escribo esta carta para pe-
dirle ayuda debido a que mi situación es insostenible. El año pasado mi marido, de 78 años de edad, se cayó por las 
escaleras, se golpeó la cabeza lo que le provocó un daño cerebral irreversible le ha afectado a la movilidad, solo mueve 
un brazo, por lo que necesita asistencia las 24 horas, ya que se le deben cambiar los pañales, lavarlo, darle de comer, 
etc… Estuvo mes y medio ingresado en el hospital, suprimiéndole la rehabilitación, a pesar de que la consideraban 
necesaria el neurólogo y el médico de cabecera, respondiendo el médico rehabilitador que había mucha gente y no 
podían perder el tiempo con mi marido.

Mi situación se agrava más todavía porque mi hija también está en silla de ruedas, tiene problemas de movilidad y 
ayuda de la dependencia. Yo tengo 72 años y padezco miastenia, lo que supone que no tengo fuerzas para cuidar a 
mi marido.

Tengo otros dos hijos, uno embarcado y el otro puede ayudarme por la mañana o por la noche, dependiendo si está 
en el turno laboral de mañana o de tarde. Este hijo tiene un marcapasos y las pasa canutas para moverlo de la cama 
al salón, con la finalidad de sentarlo y evitar que le salgan úlceras.

Desde que mi marido salió del hospital en enero he intentado pedir la ley de la dependencia para que me ayudasen. 
En los asuntos sociales del ayuntamiento no saben darme una solución y cada vez que voy solo me dan largas, a pe-
sar de que desde el centro de salud se han puesto en contacto con ellos y de conocer mi situación, ya que la asistenta 
social ha visto con sus propios ojos el estado de mi marido y de mi hija.

He pedido cita varias veces, he entregado la documentación varias veces pero solo saben decirme que la burocracia 
es muy lenta.

Desearía que me ayudase, ya que mi situación es insostenible. Muchas gracias por su valioso tiempo, espero atenta 
su pronta respuesta”.

La solicitud de dependencia de este señor se había realizado en enero de 2023. Los servicios sociales comunitarios del 
Ayuntamiento de Cádiz nos informaron en abril de 2024 que la hija de este matrimonio, de 46 años, tenía una Gran 
Dependencia y acudía a un Centro de Día.

Referían que el padre, cercano a los ochenta años, había sufrido una caída por las escaleras en enero de 2023, cuando 
ayudaba a bajar a su hija para asistir al Centro de Día, sufriendo un hematoma craneal, hospitalización y limitaciones 
físicas al alta (vida sillón-cama). Activado el trámite de urgencia se reconoció al afectado una Gran Dependencia (Grado 
III), aprobándose su PIA en noviembre de 2023 con los recursos de Centro de Día ADACCA (daño cerebral) y comple-
mentario de la ayuda a domicilio.

Ocurrió que el alta de la ayuda a domicilio no fue posible porque las barreras arquitectónicas impedían que el afectado 
pudiese ser bajado y retornado por las escaleras a su casa, un tercer piso sin ascensor, rehusando esta posibilidad la em-
presa concesionaria en febrero de 2024, a pesar de que el interesado contaba con silla para ello, por razones de seguridad.

En otro plano de entidad no menor, cada vez es más usual que la familia nos pida la conclusión de actuaciones tras 
tener lugar el fallecimiento de la persona mayor; a veces lo que solicitan es continuar las gestiones para el progenitor 
que sobrevive al otro en el camino de acceso a la dependencia.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-administracion-le-concede-el-servicio-de-ayuda-a-domicilio-para-la-atencion-a-su-marido
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Un vecino de Málaga refería a principios del mes de octubre de 2024: “Mi padre tiene 93 años. Hace aproximadamente 3 
años solicitamos la revisión de la dependencia a causa del empeoramiento del estado de salud. Esto cada vez ha ido a 
más y en abril de 2023 tuvimos que ingresarlo en una residencia totalmente de pago”. “ Hace unos meses me personé 
en la Junta de Andalucía y me comunicaron que todo estaba bien pero no me podían dar fecha, ni aproximada. No 
entiendo para qué está una ley si tanto políticos como instituciones se la saltan a la torera sin consecuencias. Estas 
las pagamos nosotros con nuestros ahorros que ya se nos acaban. Mi padre está mal, necesita esa ayuda y solo me 
cabe pensar que esto está planificado a conciencia esperando su fallecimiento”.

Efectivamente, el interesado nos comunicó el fallecimiento de su padre el día 28 de octubre: “Después de más de tres 
años esperando ya no necesita que le valoren”.

Finalizamos la visión con la demora en el acceso a plaza residencial que afectó a una vecina nonagenaria de Almería, 
cuya nieta nos explicaba que había solicitado la revisión de su situación dependencia en mayo de 2022, le había sido 
reconocida una Gran Dependencia en noviembre del mismo año y propuesto el servicio de atención residencial en 
enero de 2023, sin que se le asignara un centro (queja 23/3918).

Desde la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía le habían informado, como nos decía, que la asig-
nación de plaza residencial se puede demorar incluso tres años, por lo que nos trasladaba su desesperación debido al 
delicado estado de salud de su abuela y su edad avanzada, temiendo que fuera demasiado tarde cuando finalmente 
llegara la tan necesitada ayuda. 

En enero de 2023, la trabajadora social conocedora de las circunstancias familiares y económicas de la dependiente, 
remitió a la Delegación Territorial informe de urgencia social para priorizar la tramitación del expediente de dependen-
cia, no obstante, dicha solicitud no había sido estimada por no reunir los requisitos, continuando la tramitación por la 
vía ordinaria. 

Destacaba que la persona que se ocupaba de atender a la dependiente, en la medida que podía, era su hija (madre de 
la promotora de la queja), viéndose afectada su salud e incluso siendo diagnosticada de cuadro ansioso depresivo por la 
sobrecarga física y emocional: “Por todo ello, le suplico su ayuda, para que revisen el expediente de mi abuela y nues-
tro estado del bienestar le brinde los cuidados y recursos que ella necesita con garantías y con calidad de vida, para 
el tiempo que le quede con nosotros y también para salvaguardar la salud física, psicológica y mental de mi madre, 
que se está dejando la piel, el corazón y el alma en atender a mi abuela con todo lo que está a su alcance, aunque a 
todas luces, no le pueda proporcionar todo lo que ella de verdad reclama”.

La interesada comunicó que el fallecimiento de su abuela había tenido lugar el 24 de diciembre de 2023, tras serle ad-
judicada plaza residencial en un centro distante en 60 kilómetros de su entorno familiar, que impedía el contacto usual 
con sus seres queridos.

Precisamente, hablando de plazas residenciales, el déficit de las mismas es un problema que condiciona tanto el acceso 
al servicio de las personas mayores dependientes, como la ubicación geográfica del Centro asignado, generando casos 
de desarraigo con gran coste emocional. Aunque en parte este problema podría solventarlo la prestación vinculada es-
tablecida en el nuevo procedimiento como alternativa transitoria a la plaza residencial concertada, no podemos obviar 
que en esta alternativa jugará un papel importante la disponibilidad económica de la persona beneficiaria.

1.3.2. La atención a las personas mayores en el ámbito residencial

La Ley 6/1999, de 7 de julio, de atención y protección a las personas mayores en Andalucía, define los centros residenciales 
como “centros de alojamiento y de convivencia que tienen una función sustitutoria del hogar familiar, ya sea de forma 
temporal o permanente, donde se presta a la persona mayor una atención integral” (artículo 11).

Los centros residenciales, cuyos residentes mayores fueron los que de forma más acusada padecieron el azote de la 
pandemia, se han visto inmersos desde entonces en debates sobre la reforma del modelo de atención, dentro de los 
llamados modelos de atención centrada en la persona.

Entre los hitos acaecidos, destaca el Acuerdo del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del SAAD (Resolución de 28 de 
julio de 2022, de la Secretaría de Estado de Derechos Sociales, BOE número 192, de 11 de agosto de 2022), sobre criterios 
comunes de acreditación y calidad de los centros y servicios del SAAD.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/su-abuela-dependiente-pudo-acceder-a-una-residencia-pero-tarde-y-lejos-de-su-entorno-familiar
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El nuevo modelo ha instado a modificaciones a nivel estructural, de instalaciones, de recursos humanos y de funciona-
miento de estos centros y la aprobación de las consiguientes disposiciones normativas.

“nuestra vida diaria es igual, comemos lo mismo, dormimos a las 
mismas horas...” “Por ser personas institucionalizadas, somos 

objetivos de personas que deciden lo que es mejor para nosotros”,  
testimonio de una persona

Por su parte, la Estrategia estatal para un nuevo modelo de cuidados en la comunidad 2024-2030, que evidentemente 
implica a los servicios de atención sociosanitaria dirigidos a las personas mayores, califica el camino como “un proceso 
de desinstitucionalización” enmarcado en los Objetivos de Desarrollo Sostenible, que se orienta a la transición desde 
un modelo de atención basado en entornos institucionalizados de cultura asistencialista, a un modelo de apoyos con 
base en la comunidad.

La cultura asistencialista que este proceso rehuye representa una atención institucional en la que las personas viven aisla-
das de la comunidad y segregadas de la misma por obligación, carecen de control sobre sus vidas y sobre sus decisiones 
cotidianas, primando los requisitos organizativos de la institución sobre las necesidades y preferencia de las personas.

Situaciones todas ellas que forman parte de la experiencia de esta Institución desde hace años, que vienen quedando 
reflejadas en sucesivos informes anuales y que chocan frontalmente con la representación ideal sustitutoria del hogar 
familiar, que la Ley de 1999 atribuye a los centros residenciales.

Alzar la voz propia no es lo ordinario en este ámbito, pero así lo hizo una andaluza mayor desde la Residencia en la que 
vivía, expresando sus inquietudes personales y reflexionando sobre la renuncia a la individualidad humana que las 
Residencias imponen a los mayores: “nuestra vida diaria es igual, hacemos lo mismo, comemos lo mismo, dormimos 
a las mismas horas...” “Por ser personas institucionalizadas, somos únicamente números y objetivos de personas que 
deciden lo que es mejor para nosotros aún carentes de la suficiente sensibilidad”. Y concluía: el Estado del bienestar 
“no sabe dar respuesta a un sector de la población que necesita un cambio de modelo adecuado a los tiempos”.

Junto al modelo de cuidados, la infrafinanciación de las plazas residenciales concertadas por la Administración, 
esencialmente para el Sistema de la Dependencia, es uno de los grandes problemas del sector, para los profesionales 
del mismo y, por supuesto, para las personas en situación de dependencia a las que se reconoce este servicio.

El dilema social no es menor, sino que nos reconduce a la perspectiva ética que citábamos al comienzo, al buen obrar, 
al actuar con rectitud. Debe caer la venda con la que evitamos ver la realidad de la vinculación entre precio y calidad: 
a menor precio del concierto de plazas residenciales, menor calidad en la atención a las personas mayores residentes.

En Andalucía el precio del concierto de plazas residenciales vigente a comienzos del año 2025 es de 60,92 €, fijado 
por Resolución de 17 de julio de 2024, de la Dirección Gerencia de la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de 
Andalucía, por la que se actualizan los costes máximos de las plazas objeto de concertación con centros de atención a 
personas mayores y personas con discapacidad en situación de dependencia.

Es decir, el quinto más bajo en la comparativa entre comunidades autónomas, muy alejado del precio medio y, lo que 
es más importante, del coste real de las plazas.

El sector afectado demanda por ello que los responsables públicos aborden un estudio que clarifique cuáles son los 
costes reales y financie las plazas residenciales concertadas de manera acorde.

Poco más cabe decir, ante la evidencia de encontrarnos ante una realidad antitética: la imposibilidad de un cuidado 
residencial que alcance unos mínimos criterios de calidad financiando las plazas por debajo de su coste real.

La insuficiencia de plazas residenciales y la mayor demanda de unos Centros respecto de otros, son elementos que 
inciden en las demoras en el acceso a este recurso del Sistema de la Dependencia.

El Defensor del Pueblo Andaluz sigue conociendo realidades indeseables que, con independencia del modelo, tienen 
que ver con disfunciones que repercuten negativamente en la calidad de la atención que se dispensa a las personas 

https://www.juntadeandalucia.es/boja/2024/156/39
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2024/156/39
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mayores que viven en Residencias y cuya razón última se vincula a insuficientes ratios de personal y a la mencionada 
baja financiación del coste de las plazas residenciales.

Entre las quejas alusivas a las Residencias de Mayores, prevalecen las vinculadas al tratamiento asistencial adecuado, a 
la asistencia sanitaria y farmacéutica, a la alimentación, a la ratio de personal, a las condiciones higiénico-sanitarias, al 
trato digno y a la integridad física y moral.

Mismo resultado recogido en los informes de la Inspección General de Servicios Sociales de la Consejería de Inclusión 
Social, Juventud, Familias e Igualdad.

En ocasiones son las familias de las personas mayores residentes las que denuncian la deficiente calidad nutricional de 
los menús, o incluso su insuficiencia, así como la falta de cuidados en la higiene y el apoyo al autovalimiento, con insu-
ficientes cambios de absorbentes, desatención nocturna, deshidratación, traumatismos y heridas por caídas no detec-
tadas o no comunicadas a la familia, aparición de escaras y apreciación de deterioro evidente con gran pérdida de peso.

Sin embargo, tampoco faltan comunicaciones remitidas por el personal auxiliar de los centros aludiendo a personas 
mayores que están mal tratadas, mal alimentadas, descuidadas en la higiene y en el vestido y en su atención sanitaria, 
apuntando a la falta de personal suficiente para que por su parte se pueda prestar una atención digna a las personas 
residentes.

Es necesario destacar que los casos que recibimos no son mayoritarios, aunque sí preocupantes; del mismo modo que 
es preciso indicar que la calidad humana de la dirección de los centros y de sus profesionales de diferentes perfiles, es 
un factor esencial en el bienestar de las personas mayores de las residencias.

La denuncias que recibimos nos llevan a orientar a las personas interesadas sobre la comunicación a la Administración 
autonómica para la activación de las actuaciones oportunas, en particular, la intervención de la Inspección de Servi-
cios Sociales.

Cuando las comunicantes son profesionales de la Residencia es más difícil que accedan a identificarse y a tomar una 
iniciativa de este tipo, aunque reticencias similares se manifiestan por las familias de las personas residentes, que te-
men que la reclamación perjudique el bienestar de estas. En algunas ocasiones la insatisfacción se canaliza mediante 
la petición de traslado a otro centro residencial.

La intervención de la Institución supone la puesta en conocimiento de la Delegación Territorial correspondiente que, 
por regla general, acuerda actuación inspectora extraordinaria al Centro, con los resultados pertinentes que, en algunas 
ocasiones concluyen sin apreciar infracción, y en otros proponen mejoras organizativas o de actividades, acuerdan pla-
nes de mejora, el seguimiento de la atención asistencial prestada o la subsanación del déficit de de ratio de personal.

Respecto de esto último, la Dirección General de Personas Mayores ha incidido en alguna ocasión sobre la importancia 
de conseguir una correcta distribución de las funciones entre los diferentes perfiles profesionales, de acuerdo a niveles 
o grados asistenciales reales, es decir, de adaptar y equilibrar, conforme a niveles asistenciales, las necesidades de cui-
dados y la ratio de personal.

En la supervisión de los centros residenciales es fundamental la función que puede desempeñar la Inspección de Ser-
vicios Sociales, sobre todo en coordinación con la Fiscalía especializada, aunque, como ya expusimos, la falta de dota-
ción personal obsta a esta esencial labor correctora y garantizadora de la preservación de los derechos de las personas 
mayores que viven en Residencias, condicionando tanto el número de visitas que se realizan, como la profundidad de 
su contenido y resultado cualitativo.

Lo que nos sitúa en un escenario preocupante desde la perspectiva de la garantía de los derechos de las personas ma-
yores y, por ende, de su protección jurídica.

Más complejos son los casos relacionados con la atención sanitaria a las personas mayores que viven en residen-
cias, que frecuentemente parten de sospechas de un mal cuidado dispensado a residentes a los que que, derivados 
a los servicios de urgencias hospitalarios, se les detectan fracturas no recientes, deshidratación, efectos secundarios a 
medicación, u otras afecciones sintomáticas de una atención deficitaria.
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La valoración facultativa es la única que puede despejar las dudas de los seres queridos, considerando imprescindible 
por nuestra parte la intervención en este sentido aclaratorio de la Inspección de Servicios Sociales y de la Inspección de 
Servicios Sanitarios, aunque en los casos que hemos conocido e investigado, la realidad es que no hemos tenido noticia 
de que a resultas de su intervención, se haya apreciado la concurrencia de infracción legal.

Sobre la necesidad de garantizar el derecho a la protección de la salud de las personas mayores que viven en residen-
cias, hemos insistido reiteradamente en esta Institución, sobre todo al hilo de las manifestaciones de familiares que 
constatan el rechazo del facultativo especialista de familia para desplazarse al Centro y atender una demanda puntual 
de valoración y atención sanitaria a un residente, que no sea la que se efectúa dentro de una periodicidad programada, 
en muchos casos, quincenal.

Que el derecho a la protección de la salud de las personas mayores que viven en residencias está precisado de mayor 
garantía, no solo es la afirmación de esta Institución basada en los testimonios que recibimos, sino el reconocimiento 
explícito de la propia Administración en la I Estrategia Andaluza para la Coordinación Sociosanitaria 2024-2027, entre 
cuyas líneas estratégicas se contemplan “mejoras en la atención sanitaria de las personas mayores que viven en Resi-
dencias, a través de medidas como:

 ▷ La adecuación de la cartera de servicios del SAS, con un presupuesto previsto de 2.850.000 € de 2024 a 2027.

 ▷ La elaboración de protocolos de coordinación entre el SSPA y el SPSSA para garantizar la continuidad de la atención 
a las personas que viven en centros residenciales, especialmente en caso de derivación hospitalaria, alta o reingreso 
y posterior incorporación al centro residencial.

 ▷ El acceso de los profesionales que prestan servicios en los Centros Residenciales de Personas Mayores de Andalucía 
a la Historia Clínica Única DIRAYA, con presupuesto de 1.500.000 € en 2024, 700.000 para 2025 y 500.000 €, 
respectivamente, para los años 2026 y 2027.

 ▷ Y el desarrollo y seguimiento del Proyecto de Implementación de DIRAYA en los Centros Residenciales de Personas 
Mayores.

Nos adentramos ahora en esta Estrategia, cuya presentación se ofreció asimismo en la jornada organizada por esta 
Institución.

1.4. La coordinación sociosanitaria
En nuestra comunidad autónoma la coordinación sociosanitaria a favor de las personas mayores, se encuentra contem-
plada desde el año 1999 en la Ley 6/1999, de 7 de julio, de Atención y Protección a las Personas Mayores de Andalucía, 
que dedica un Título específico (Título V de la atención sociosanitaria, artículos 24 a 29) a regular el Sistema Sociosani-
tario Andaluz dirigido a las personas mayores que por su alto grado de dependencia, especialización en los cuidados e 
insuficiencia de apoyo sociofamiliar requieran ser atendidas conjuntamente por los recursos sanitarios y sociales.

Define dicha ley el Sistema de Atención Sociosanitario Andaluz como aquel cuya finalidad es la prestación, de forma 
integral y coordinada, de servicios propios de la atención sanitaria y de los servicios sociales, bien sean de carácter tem-
poral o permanente, configurados como una red de servicios lo más próximos posible al entorno habitual de la persona 
mayor y de prestaciones interniveles, que da cobertura a necesidades de cuidados de forma integral, interdisciplinar y 
rehabilitadora.

Sobre esta base sienta sus principios generales, basados en potenciar el mayor grado de autonomía e independencia 
en el entorno domiciliario, a fin de evitar el ingreso innecesario en instituciones, así como en la coordinación y actua-
ción conjunta entre los servicios sociales y los servicios sanitarios; delimita la configuración de la red sociosanitaria, 
cuyo Sistema se conforma por los servicios y centros de la Administración de la Junta de Andalucía que se determinen 
reglamentariamente y los de las Entidades Locales y otras instituciones públicas y privadas con las que ese establezcan 
los adecuados mecanismos de colaboración; enumera algunas de sus prestaciones (atención domiciliaria, atención en 
períodos de convalecencia y rehabilitación, cuidados paliativos, atención en estancias diurnas y atención de larga dura-
ción); establece una financiación del Sistema con cargo a los presupuestos propios de la Administración de la Junta de 
Andalucía y de las Entidades Locales y la posible financiación por subvenciones y aportaciones voluntarias de entidades, 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1999-19448
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particulares y cualquier otra forma no especificada; así como contempla la participación de los usuarios en el coste de 
sus servicios y prestaciones.

En todo caso, la Ley 6/1999 remite a la regulación reglamentaria la definición de las estructuras y dispositivos necesarios 
para la correcta valoración de los casos, planificación y asignación de medidas, derivación y evaluación de los procesos.

El enfoque interdisciplinar e interniveles de la coordinación sociosanitaria, ínsito en su misma denominación, se refleja 
en su inclusión tanto dentro de la normativa sanitaria como de la social.

En el primer sentido, la atención sociosanitaria aparece como una de las prestaciones del Sistema Nacional de Salud de 
la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del SNS, cuyo artículo 14 ha sido además recientemente reformado 
por la Ley 3/2024, de 30 de octubre, para mejorar la calidad de vida de personas con Esclerosis Lateral Amiotrófica y otras 
enfermedades o procesos de alta complejidad y curso irreversible.

En el plano social, la Ley estatal 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las 
personas en situación de dependencia (artículo 11.1.c), atribuye a las comunidades autónomas el establecimiento de 
los procedimientos de coordinación sociosanitaria, creando, en su caso, los órganos de coordinación que procedan 
para garantizar una efectiva atención, del mismo modo que la Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de Servicios Sociales de 
Andalucía, alude a la coordinación entre los servicios sociales y otros sistemas de protección social en particular con el 
sistema de salud (artículo 58 LSSA).

La abundancia de referencias legales a la coordinación sociosanitaria, sin embargo, no acaba de tener un reflejo real en 
Andalucía a través de su desarrollo normativo y de la definitiva implantación del Sistema, por más que se hayan producido 
iniciativas dirigidas a darle forma dentro de las políticas públicas andaluzas, como las previsiones del I Plan Estratégico 
Integral para Personas Mayores en Andalucía 2020-2023, comprensivo de medidas sobre el modelo sociosanitario y sobre 
la coordinación entre los sistemas social y sanitario y, de forma más concreta, a pesar de la aprobación de la I Estrategia 
Andaluza para la Coordinación Sociosanitaria 2024-2027, por Acuerdo de 30 de abril de 2024, del Consejo de Gobierno.

Esta I Estrategia Andaluza para la Coordinación Sociosanitaria 2024-2027 (EACS), cuya formulación data del previo Acuer-
do del Consejo de Gobierno de 23 de marzo de 2021, reconoce la existencia de excesiva normativa nacional y andaluza 
sobre la coordinación entre los servicios sociales y sanitarios de ámbito estatal y autonómico y, a su vez, el insuficiente 
desarrollo posterior de la misma.

Efectivamente, la coordinación sociosanitaria afronta la complejidad de confluir en la misma regulaciones territoriales 
tanto del ámbito estatal como del autonómico y, además, funcionalmente, del sector sanitario y del social, que no han sido 
objeto de un auténtico desarrollo armónico, coordinado y conjunto que permita cohonestar sus prestaciones y servicios 
y eliminar el “escalón” entre lo sanitario y lo social, dentro de un sistema nivelado de acceso a los recursos de uno y otro.

Precisamente en relación con esto último, en la Institución del Defensor del Pueblo Andaluz hace años que venimos 
conociendo el problema que afrontan los hospitales del sistema sanitario público andaluz ante la ocupación de camas 
sanitarias por razones sociales, que se plantea en los casos de personas convalecientes en situación de alta clínica a las 
que no se puede cursar por carecer de red familiar y social de apoyo.

Un dilema humano ético de envergadura que, además, tiene un gran coste para el presupuesto público, como la propia 
EACS reconoce cuando reseña que el coste de las estancias sociales en centros hospitalarios del SSPA es catorce veces 
superior al coste diario en una plaza residencial.

Uno de estos casos puede consultarse en el subcapítulo de este Informe dedicado al SAAD, cuyo trasfondo es el de la 
demora en el acceso a plaza residencial de un vecino de la provincia de Sevilla, persona mayor en situación de depen-
dencia por padecer una demencia frontotemporal con reacciones violentas.

La necesidad de atención residencial del afectado y su carencia de familiares que lo asumieran, determinó la prolonga-
ción de su estancia en la Unidad de Hospitalización de Salud Mental del Hospital Universitario Virgen Macarena, hasta 
que la Administración autonómica competente le reconoció e hizo efectivo el derecho de acceso al Servicio de Atención 
Residencial, centro RM Vitalia Écija (plaza de Trastorno de Conducta), perteneciente a la entidad Vitalia Écija, S.L.

De especial importancia son los casos precisados de atención sanitaria a la convalecencia y la rehabilitación en pacientes 
con déficit funcional que, como dice la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del SNS, les facilite, mantenga 

https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2024/86/BOJA24-086-00004-44174-01_00301124.pdf
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o devuelva el mayor grado de capacidad funcional e independencia posible, “con el fin de mantener su máxima auto-
nomía, mejorar la calidad de vida y reintegrarles en su medio habitual”.

La falta de diligencia en la respuesta en estos casos condiciona la posibilidad de retomar el proyecto vital, cuando in-
cumben a personas mayores convalecientes que no desean acabar institucionalizadas, pero cuya falta de recursos para 
la adecuada convalecencia y recuperación, frustra la expectativa de retornar a su domicilio.

Esto es lo que sucedió en el caso de una vecina de Sevilla, septuagenaria, absolutamente autónoma para las actividades 
básicas de la vida diaria y dedicada a la atención de su hijo con síndrome de down y 47 años de edad, que sufrió una 
caída en su domicilio con fractura de hombro, de la que hubo de ser intervenida quirúrgicamente en el Hospital Virgen 
del Rocío.

El ingreso hospitalario comprendió el de su hijo, con quien acudió al servicio de urgencias, a fin de evitar que quedase 
en situación de abandono en el domicilio familiar durante la estancia hospitalaria de su madre, dado que carecen de 
red familiar de apoyo.

Acordada el alta hospitalaria al día siguiente de la operación, para la continuidad de la recuperación en su domicilio, la 
trabajadora social del Centro sanitario detectó que no era posible la convalecencia domiciliaria con un hijo a su cargo y 
sin alguna persona que se ocupara asimismo de auxiliar a la propia paciente.

El Personal de la Unidad de Trabajo Social del Hospital gestionó así el acceso a un recurso de estancia temporal conjunto 
para madre e hijo, hasta la recuperación de la primera, pero ninguna solución pudieron encontrar ni de los Servicios So-
ciales Comunitarios, ni de la Junta de Andalucía, en el Proyecto de Estancias intermedias y Programa de Respiro Familiar, 
ni en centros residenciales, dado que todos le fueron denegados por falta de uno u otro requisito de madre o de hijo.

El resultado fue la derivación de la afectada y de su hijo a plaza del concierto de prestación de asistencia sanitaria com-
plementaria a personas usuarias del SAS en mayo de 2024, que no está destinado a cuidados intermedios, pero que 
refiere la Consejería de Salud y Consumo que se utiliza en casos excepcionales.

La trabajadora social ha objetado reiteradamente que la afectada estaba precisada de rehabilitación para recuperar 
la capacidad funcional y que, a pesar de ello, había sido derivada a un Centro sanitario en el que no tenía opciones de 
recuperación funcional, dado que no cuenta con servicio de rehabilitación.

Efectivamente, compartiendo este planteamiento, el Defensor del Pueblo Andaluz dirigió una resolución a la Consejería 
de Salud y Consumo y a la de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad (queja 24/4373), sin que concluido el año 
2024 se haya dado solución a una mujer mayor que no desea abandonar su forma de vida previa, ni perder su entorno 
y domicilio y que aspira a retornar al mismo en las condiciones físicas precisas, para poder recuperar su vida, el cuidado 
de su hijo y la rutina de éste en el Centro de Día al que acude.

Como último recurso, hemos insistido solicitando al Hospital Virgen del Rocío la valoración de los beneficios que, a pesar 
del tiempo transcurrido, pudieran permitir a la interesada recuperar su capacidad funcional mediante tratamiento re-
habilitador. Este es el resultado que aguardamos conocer para adoptar las decisiones de conclusión oportunas que, en 
todo caso, son adversas en cuanto a los instrumentos actuales de la coordinación sociosanitaria, en virtud de lo expuesto.

En resumen, las necesidades a amparar por esta vía son diversas, todas precisadas del abordaje al que alude la I Estra-
tegia Andaluza para la Coordinación Sociosanitaria 2024-2027, aunque la misma advierta ya de antemano que las que 
analiza son meras previsiones no garantizadas, en virtud de los riesgos derivados de la incertidumbre del escenario fiscal 
y económico y de una implantación sujeta a condicionantes de financiación, con supeditación al artículo 3.1 de la LO 
2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera y a la dotación en las correspondientes 
leyes autonómicas de presupuestos anuales.

Al margen de los límites presupuestarios aludidos, la EACS no se ha desarrollado normativamente (ni legal ni reglamen-
tariamente), más allá de la puesta en marcha del limitado programa piloto.

Debemos concluir que junto a dicho desarrollo normativo consideramos que procede revisar la regulación de la coor-
dinación sociosanitaria recogida en la Ley 6/1999, a fin de su actualización y adaptación a la Ley 39/2006 reguladora del 
SAAD y normativa concordante.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/que-habiliten-de-forma-urgente-plazas-en-el-programa-piloto-de-cuidados-sociosanitarios-intermedios
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Este tema en otras materias
2.1.3. Infancia y adolescencia

2.1.3.1. Introducción
...

La desigualdad por razón de ingresos, sexo, edad, discapacidad, orientación sexual, raza, clase, etnia, religión, así 
como la desigualdad de oportunidades, sigue persistiendo en todo el mundo. La desigualdad amenaza el desarrollo 
social y económico a largo plazo, frena la reducción de la pobreza y destruye el sentido de realización y autoestima de las 
personas. Consciente de ello, el ODS nº 10 apuesta por reducir la desigualdad en y entre los países. En el caso de España, 
diversos estudios no dudan en señalar que los niños y niñas que viven en hogares más ricos tienen casi siete veces más 
recursos económicos que los niños y niñas en hogares más pobres, circunstancia que de manera indudable influye en 
cuanto a las diferencias de las condiciones de vida y oportunidades entre unos y otros. 

...

2.1.5. Salud y bienestar

2.1.5.2.3. Atención especializada
...

Particularmente alarmante es la falta de especialistas en neurología en la provincia de Huelva y en la de Jaén, 
produciendo importantes diferencias en la atención sanitaria en esta especialidad respecto a áreas de población con 
grandes hospitales de referencia que presentan menos problemas de personal. Como ejemplo, en el Hospital Juan 
Ramón Jiménez la primera valoración se estaba produciendo alrededor de un año después de la petición, con el consi-
guiente retraso en los diagnósticos y en los tratamientos necesarios, impidiendo un diagnóstico precoz de la patología 
neurológica y con el agravamiento de síntomas y patologías, afectando especialmente a las personas mayores, al 
ser quienes en mayor medida sufren patologías neurológicas como la Enfermedad de Parkinson, la Enfermedad de 
Alzheimer y otras demencias.

Por esta razón procedimos a la apertura de una queja de oficio, con el objeto de analizar, junto con la administra-
ción sanitaria, las causas de la insuficiencia de neurólogos/as en la provincia de Huelva y sus posibles soluciones. 

La Dirección Gerencia del SAS nos informó de las medidas que se estaban adoptando para lograr la cobertura y la es-
tabilización de la plantilla del Servicio de Neurología del Hospital Juan Ramón Jiménez, mecanismo clave para lograr la 
reducción de la ingente demora existente en las consultas externas, así como para apoyar este servicio desde el Hospital 
Universitario Virgen del Rocío, si bien el impacto de dichas medidas en las listas de espera era aún muy limitado y de 
hecho el 87,5% de los pacientes derivados de atención primaria seguían teniendo una espera media de diez meses para 
asistir a la primera consulta. En este sentido, se reconocía que el Servicio de Neurología en la provincia de Huelva 
aún se encuentra en situación deficitaria, sobre todo respecto al personal temporal.

A la espera que de las medidas adoptadas fructifiquen en la definitiva cobertura y estabilización de la plantilla y en la 
consiguiente disminución de las listas de espera y correcto funcionamiento del servicio, procedimos al cierre de la queja 
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de oficio, sin perjuicio de reabrir actuaciones si transcurrido un tiempo prudencial no se observaran avances significativos 
en los tiempos de respuesta asistencial (queja 23/7274).

La falta de especialistas en neurología en el Hospital Universitario de Jaén, fue planteada ante la gerencia del Centro que 
nos aportaba datos fechados a diciembre de 2023, con 12 648 pacientes de primera consulta, de los que 10 214 procedían 
de derivación desde atención primaria y 2434 desde atención especializada y una demora media de 432 días. Indicaba 
asimismo que la disminución de la demanda no satisfecha entre 2021 y 2023 había sido del 56,39%, en relación con la 
ampliación del número de FEAs, que en enero de 2024 era de 12 (en 2021 eran 8), si bien descontando las reducciones 
de jornadas de varios de ellos, se traducía en un número efectivo de facultativos de 10,4, con una ratio de 1,6 facultativos 
por 100 000 habitantes. Finalmente se estaba potenciando la teleconsulta de Neurología.

..

2.2.3. Empleo público

2.2.3.2.2. Personas empleadas del ámbito general de la 
Junta de Andalucía

...

Otro asunto fue el relacionado con la denegación del premio de jubilación a una funcionaria. Considera esta Defen-
soría que la problemática que avanzamos y que se ha sustanciado en el expediente de queja 24/2747, merece ser objeto 
de mención en este informe, por su singularidad y trascendencia.

En esta queja, la interesada expone que ha prestado servicios como funcionaria de justicia en Granada durante más de 
36 años. Explica que habiendo sufrido una tentativa de homicidio en ejercicio de sus funciones, en virtud de sentencia 
firme ha sido declarada en situación de incapacidad permanente. Tras dicha declaración de invalidez, la interesada 
solicitó el premio de jubilación, el cual le fue denegado al faltarle 10 meses para cumplir 60 años. Edad ésta en la que 
habría tenido acceso a la jubilación, de conformidad con lo establecido en el Acuerdo Marco de fecha 29 de julio de 
2005, firmado entre la Junta de Andalucía y las organizaciones sindicales U.G.T. y CC.OO, sobre condiciones de trabajo 
del personal funcionario al servicio de la administración de justicia.

Considera la interesada que la interpretación que se ha hecho, en su caso, además de injusta, no es adecuada al con-
texto de su situación.

Tras la admisión a trámite de la queja y promover la oportuna investigación ante los organismos competentes, recibi-
mos un informe de la Viceconsejería de Justicia, Administración Local y Función Pública que argumentaba la decisión 
adoptada en base a la normativa aplicable y sin entrar a valorar la trascendencia de este caso singular y excepcional, 
pues debemos subrayar que esta empleada pública se ve imposibilitada de continuar trabajando como consecuencia 
de las secuelas que le quedan tras sufrir la tentativa de homicidio en el ejercicio de sus funciones laborales. Es por ello 
que, esta Defensoría está valorando solicitar nuevo informe a la administración con la pretensión de poder proponer 
alguna alternativa que, con carácter general, permita recompensar a las personas empleadas públicas por el trabajo 
desarrollado una vez finaliza la vida profesional activa.

...

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/tomaran-medidas-para-cubrir-la-plantilla-en-la-especialidad-de-neurologia-y-disminuir-asi-las-listas
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2.2.6. Servicios de Interés General y 
Consumo

2.2.6.1. Introducción
...

Por lo que hace a las medidas adoptadas para atender situaciones de exclusión financiera y, en concreto, la que afecta 
a municipios rurales a causa del cierre de sucursales bancarias, en BOJA núm. 10, de 15 de enero de 2024, se publicaba 
la Orden de 8 de enero de 2024, de la Consejería de Economía, Hacienda y Fondos Europeos, por la que se aprueban las 
bases reguladoras para la concesión de subvenciones, en régimen de concurrencia no competitiva, destinadas a enti-
dades locales andaluzas en riesgo de exclusión financiera, para sufragar los gastos de instalación y de funcionamiento 
de cajeros automáticos. 

Esta regulación respondía al compromiso asumido por la citada Consejería con el denominado plan ‘Cajeros Automáti-
cos para los Pueblos’, que pretendía promover y financiar, junto a las Diputaciones Provinciales, la instalación de cajeros 
automáticos en municipios de Andalucía que carecen de ellos. 

La convocatoria correspondiente a estas subvenciones quedaba relegada a que se dictase resolución por la Dirección 
General de la Agencia Empresarial para la Transformación y el Desarrollo Económico (TRADE). Sin embargo, habiendo 
transcurrido un año y sin que se conozcan los motivos, esta convocatoria por parte de la TRADE aún no se ha publicado. 

Desconocemos si esta paralización se debe a la tramitación parlamentaria de la Proposición de Ley de garantía del 
servicio de cajero automático en los municipios en riesgo de exclusión financiera y de garantía del acceso a los servicios 
bancarios, que se encuentra en la Comisión de Economía, Comercio y Transformación Digital, que pretende establecer 
un derecho a acceder a los servicios bancarios mediante un servicio de cajero automático de proximidad.

La proposición normativa incluye un programa para listar los municipios en riesgo de exclusión financiera e incorporar 
a los Ayuntamientos para la aportación de espacios de su titularidad donde puedan ubicarse los cajeros, añadiendo los 
mecanismos necesarios para su instalación por parte de las entidades financieras.

Sobre la situación de falta de cajeros automáticos en zonas rurales, la Comisión Nacional de los Mercados y la Compe-
tencia (CNMC) se pronunciaba mediante INF/CNMC/028/24, apostando por medidas como la retirada de efectivo en 
los comercios mediante un desarrollo normativo de los servicios de cash back y cash-in-shop para implantarlos como 
sistemas alternativos o complementarios a los cajeros automáticos.

En relación con las iniciativas públicas desarrolladas, apuntaba a la posibilidad de  calificar jurídicamente ciertos 
servicios financieros como servicios económicos de interés general, de cara a establecer obligaciones de servicio 
público y, adicionalmente, optar por otras vías como procedimientos de contratación o subvenciones públicas. Respecto 
a estas últimas recordaba que deben evitarse limitaciones injustificadas a que participen operadores como proveedores 
de servicios o beneficiarios de las ayudas.

En todo caso, los datos sobre exclusión financiera por falta de cajeros automáticos u otras posibilidades de acceso al 
efectivo parecen alentadores. Según publicaba en julio de 2024 el Observatorio de Inclusión Financiera1, la reducción 
en el número de oficinas y cajeros automáticos durante 2023 no se habría traducido en un aumento de la exclusión 
financiera, dada la existencia de otros puntos de acceso a los servicios bancarios, como son los agentes financieros, las 
oficinas móviles (ofibuses), la red de oficinas de Correos, el cashback y también la red de cajeros de terceros operadores 
no bancarios; además de seguir aumentando la utilización de la banca por internet. Valoraban así que el porcentaje de 
población excluida cae del 3,3% (que es el que reside en municipios en donde no hay oficinas bancarias) al 0,93% (que 
es el porcentaje que no tiene en su municipio de residencia ninguno de dichos recursos).

1 Informe Anual de Inclusión Financiera (referido al año 2023), de seguimiento de las medidas acordadas en la Hoja de ruta para reforzar la inclusión 
financiera en las zonas rurales y actualización de la información sobre el acceso a servicios bancarios en los municipios españoles.

https://www.juntadeandalucia.es/boja/2024/10/1
https://www.juntadeandalucia.es/organismos/economiahaciendayfondoseuropeos/servicios/actualidad/noticias/detalle/431461.html
https://www.juntadeandalucia.es/organismos/economiahaciendayfondoseuropeos/servicios/actualidad/noticias/detalle/431461.html
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2.2.6.2.1.2. Suministro domiciliario de agua
...

Cuando se emplea el sistema de facturación por habitante es cierto que, en ocasiones, la multiplicidad de casuística 
impide atender todas aquellas situaciones en que no es posible el empadronamiento -como medio de acreditación 
del número de personas que reside en la vivienda-, sin que puedan quedar todas atendidas, pues podría redundar en 
mayores costes de gestión realizar una tarea indagatoria individualizada por parte de la entidad suministradora.

No obstante, en algunos casos cuya resolución nos parecía fácil y oportuna, hemos intervenido para que la entidad 
suministradora los acogiese.

Así ocurría en la tramitación de la queja 24/4922, referida a la situación de una mujer, de 93 años, con grado II de de-
pendencia y 63% de discapacidad, que tenía concedida la tarifa social de agua, pero no se aplicaba a la totalidad del 
consumo al no tener en cuenta que convivía con ella una persona cuidadora.

Entendiendo que no resultaba legalmente exigible el empadronamiento de familiares ni del personal empleado, y te-
niendo en cuenta la especial situación de cuidados que requería la persona dependiente, ofrecimos a la entidad 
suministradora una posible interpretación del precepto de su Ordenanza que contemplaba las bonificaciones en favor 
de colectivos vulnerables. Así, planteamos la posibilidad de computar doblemente la persona con discapacidad y de-
pendencia, no solo a efectos económicos, sino también a efectos del consumo de agua bonificado.

Recibimos por respuesta que analizarían la modificación necesaria para incorporar, a partir de un determinado grado 
de dependencia reconocido por la autoridad competente, un cómputo adicional sobre los habitantes empadronados.

...

2.2.6.2.1.3. Servicios financieros
Como ya hemos tenido ocasión de manifestar reiteradamente, el reconocimiento de los servicios financieros como servi-
cio de interés general implica la necesidad de adoptar medidas para que el acceso a los mismos esté garantizado a todas 
las personas, sin limitaciones o discriminaciones por razón de sus circunstancias personales o su condición económica.

En relación con la atención específica a las personas mayores y con discapacidad, como colectivos especialmente 
vulnerables ante la digitalización progresiva de los servicios financieros, hemos de señalar la información obtenida 
de la  tramitación de la queja 23/5437.

Presentaba la queja una asociación de consumidores ante la falta de respuesta a la solicitud de información presentada 
a la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad sobre el desarrollo del convenio general de colaboración 
suscrito con siete entidades bancarias.

En el informe elaborado por la Dirección General de Personas Mayores, Participación Activa y Soledad no deseada se 
puso de manifiesto que los convenios estuvieron vigentes hasta el 11 de abril de 2023 y que la Consejería se encontraba 
evaluando sus logros y deficiencias para poder iniciar un nuevo proceso en el que poder incluir, además, el compromiso 
por las entidades financieras de detectar situaciones de soledad no deseada entre el colectivo de las personas mayores 
de Andalucía.

Respecto a esta nuevo proceso, en el seno del Órgano Sectorial de los Servicios Financieros también se solicitaba infor-
mación a la Secretaría General de Personas Mayores, siendo la respuesta en el último trimestre de 2024 que no había 
novedades. Confiamos en que, finalmente y sin perjuicio de las medidas que se establezcan a nivel regulatorio, puedan 
desarrollarse los acuerdos oportunos.

...

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/emasesa-acepta-modificar-su-tarifa-social-mejorando-las-condiciones-aplicables-a-las-personas
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-junta-se-compromete-a-colaborar-con-las-entidades-financieras-para-mejorar-el-trato-a-las
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2.3.3. Mediación

2.3.3.2.1. Quejas relativas al eje de Personas
...

Personas mayores

Los asuntos gestionados a través de enfoque mediador durante 2024 relacionados con las personas mayores se refieren 
fundamentalmente a incidencias relativas a la gestión de recursos previstos para ellas por parte de la Administración 
Pública.

En este sentido, atendimos en el expediente de queja 24/1594, a un grupo de socias y socios de un Centro de Partici-
pación Activa de una localidad sevillana que, tras la pandemia, ven reducida la posibilidad de hacer uso del centro en 
horario de tarde por la insuficiencia de personal. Además, un amplio grupo de mayores, mantienen discrepancias con 
el presidente de la asociación y con el alcalde, a quienes presentaron diversas propuestas de actividades (lúdicas, de 
estimulación cognitiva, de relajación, de arte y de manualidades). Muchas de las socias tienen obligaciones familiares 
que les impiden acudir al centro en horario de mañana. Tras la intervención mediadora con el Ayuntamiento, éste mos-
tró su disposición a dinamizar el Centro el mayor tiempo posible, siempre que sea a través de la propuesta de talleres 
que puedan impulsar asociaciones o entidades, con las que el ayuntamiento pueda acordar o conveniar, en la medida 
en que no dispone de recursos propios para dotar de personal al centro de mayores. Además, nos informa el alcalde 
que ya existen diez u once propuestas de talleres, estimando que tienen buena acogida por los asociados en atención 
a las inscripciones.

...

2.4. Resoluciones

2.4.1. Personas

2.4.1.1. Dependencia y Personas mayores

Queja 23/1277

 ▷ Administración afectada: Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad en Sevilla

 ▷ Estado de tramitación: aceptada

 ▷ Descripción de la actuación: Derecho de acceso a la prestación económica para cuidados en el ámbito familiar.

 ▷ RESOLUCIÓN:

RECOMENDACIÓN para que sin más dilación se impulse la resolución del programa individual de atención de la 
persona dependiente reconociéndole el derecho de acceso a la prestación económica para cuidados en el ámbito 
familiar, permitiendo con ello el reconocimiento de un derecho universal y subjetivo traducido en el disfrute de un 
servicio y/o prestación que ayude y mejore la calidad de vida de la persona dependiente.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-se-reconozca-el-derecho-de-acceso-a-la-prestacion-economica-para-cuidados-en-el-ambito
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Queja 23/4375

 ▷ Administración afectada: Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad en Sevilla

 ▷ Estado de tramitación: aceptada

 ▷ Descripción de la actuación: Su abuela tiene reconocido el grado III de Gran Dependencia pero todavía están 
pendiente de recibir la ayuda para el cuidado familiar: pedimos que se resuelva sin más dilaciones.

 ▷ RESOLUCIÓN: 

RECOMENDACIÓN para que sin más dilación se impulse la resolución del programa individual de atención de la 
persona dependiente reconociéndole el derecho de acceso a la prestación económica para cuidados en el ámbito 
familiar, permitiendo con ello el reconocimiento de un derecho universal y subjetivo traducido en el disfrute de un 
servicio y/o prestación que ayude y mejore la calidad de vida de la persona dependiente.

Queja 23/8082

 ▷ Administración afectada: Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad 

 ▷ Estado de tramitación: aceptada

 ▷ Descripción de la actuación: Planteamos un estudio y una estimación de la población potencialmente beneficiaria 
de las subvenciones en Andalucía.

 ▷ RESOLUCIÓN: 

SUGERENCIA 1. Es conveniente realizar un estudio y estimación de la población potencialmente beneficiaria de estas 
subvenciones en Andalucía, a fin de poder planificar de forma adecuada las futuras bases reguladoras y neutralizar 
las barreras administrativas que provocan la pérdida de oportunidad en el acceso y frustran la expectativa. 

SUGERENCIA 2. Atendiendo a las dificultades expresadas por determinados colectivos como personas mayores y 
personas con discapacidad, a fin de evitar la desigualdad en el acceso a las subvenciones por razones ajenas al cum-
plimiento de sus requisitos estrictos, provenientes de la diferente disponibilidad de apoyo externo, tiempo, medios y 
competencias digitales, es conveniente que se analicen otras posibles fórmulas para el conocimiento a tiempo de la 
publicación de actos administrativos relevantes recaídos en el procedimiento, como el requerimiento de subsanación, 
articulando instrumentos de alerta, como el aviso de notificación vía SMS, o la implantación de un calendario previo 
para que las personas solicitantes puedan acceder en determinada fecha al tablón digital o web de la Consejería. 

SUGERENCIA 3. Sugerimos la adopción de las medidas necesarias para que en las próximas bases reguladoras se 
garantice el principio de igualdad y el derecho de acceso a estas subvenciones de aquellas personas que no disponen 
de las competencias digitales o de los medios técnicos necesarios para continuar con su tramitación, estudiándose 
la posibilidad de crear subvenciones específicas para colectivos de mayores y personas con discapacidad, en los que 
la edad o la falta de tiempo debido a los cuidados, no sean obstáculos para el disfrute de estas subvenciones que 
mejoraría su calidad de vida. 

Queja 23/9003

 ▷ Administración afectada: Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad en Granada

 ▷ Estado de tramitación: aceptada

 ▷ Descripción de la actuación: Demora en el procedimiento para el reconocimiento de la situación de dependencia 
y del derecho a las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia en Andalucía de su hija 
menor de edad, con un grado de discapacidad reconocido del 57 %.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/su-abuela-tiene-reconocido-el-grado-iii-de-gran-dependencia-pero-todavia-estan-pendiente-de-recibir
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/planteamos-un-estudio-y-una-estimacion-de-la-poblacion-potencialmente-beneficiaria-de-las
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-a-la-administracion-que-resuelva-su-expediente-de-reconocimineto-de-su-condicion-de
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 ▷ RESOLUCIÓN: 

RECOMENDACIÓN para que sin más dilación se impulse el expediente de dependencia de la persona solicitante, 
mediante el dictado de la resolución sobre el reconocimiento de su condición de dependencia y del recurso corres-
pondiente, permitiendo con ello el reconocimiento de un derecho universal y subjetivo traducido en el disfrute de 
un servicio y/o prestación que ayude y mejore la calidad de vida de la persona dependiente.

Queja 24/0094 

 ▷ Administración afectada: Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad en Granada

 ▷ Estado de tramitación: aceptada

 ▷ Descripción de la actuación: Pendiente de que le revisen el grado de dependencia de su madre.

 ▷ RESOLUCIÓN: 

RECOMENDACIÓN 1, para que sin más dilación se impulse la solicitud de revisión de grado instada por la persona 
solicitante, mediante su valoración y el dictado de la resolución sobre su situación de dependencia y reconocimiento 
del servicio o prestación correspondiente, permitiendo con ello el reconocimiento de un derecho universal y subjetivo 
traducido en el disfrute de un servicio y/o prestación que ayude y mejore la calidad de vida de la persona dependiente. 

RECOMENDACIÓN 2, para que se adopten las medidas organizativas que estimen convenientes, con el fin de que las 
solicitudes para el reconocimiento de la situación de dependencia o revisión del grado de dependencia, se tramiten y 
resuelvan en el plazo legalmente establecido de seis meses, sin que la zona en la que reside la persona dependiente 
sea un condicionante para los tiempos de tramitación.

Queja 24/2194 

 ▷ Administración afectada: Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad en Granada

 ▷ Estado de tramitación: aceptada

 ▷ Descripción de la actuación: Pendiente de que le aprueben el plan de ayuda de su madre, tras reconocerle el 
grado III de dependencia en 2023.

 ▷ RESOLUCIÓN: 

RECOMENDACIÓN para que sin más dilación se impulse el expediente de dependencia de la persona solicitante, 
mediante el dictado de la resolución sobre el reconocimiento del servicio de ayuda a domicilio en intensidad co-
rrespondiente a su actual condición de gran dependiente, permitiendo con ello el reconocimiento de un derecho 
universal y subjetivo traducido en el disfrute de un servicio y/o prestación que ayude y mejore la calidad de vida de 
la persona dependiente. 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-sin-mas-demora-revisen-el-grado-de-dependencia-de-su-madre
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/urge-que-le-aprueben-el-plan-de-ayuda-de-su-madre-tras-reconocerle-el-grado-iii-de-dependencia-en
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Revista del Informe Anual
Los derechos de todos los vulnerables

Artículo publicado en las cabeceras del Grupo Joly el 6 de diciembre de 2024

Desde el impacto de la Covid y la visualización de los problemas que afloraron, la sociedad en su conjunto está asimilando 
la debilidad y la vulnerabilidad como una cualidad que nos define como seres humanos. “No pasa nada por no estar 
bien”, aceptamos. Este concepto no es ajeno para un defensor del pueblo. La defensa de los derechos de los colectivos 
vulnerables subyace en nuestra propia definición, hasta el punto de que esta supone nuestra principal ocupación. Tra-
tamos pues los problemas de personas con carencias materiales y de subsistencia (“las cosas del comer”); de los inmi-
grantes (pobres); de aquellos que malviven en asentamientos chabolistas; de la (ignorada) población penitenciaria; de las 
personas con otras capacidades (extinto, por fin, el término minusválido) y hasta de colectivos amplios y heterogéneos 
como las personas mayores; la infancia y la adolescencia, y las mujeres, víctimas de una amplia gama de violencias.

Se trata, sin duda, de colectivos cuyos derechos demandan una protección preferente, como mandata el Estatuto de 
Andalucía (artículo 41) y la Constitución Española -de la que celebramos este viernes su efemérides -sin olvidar el texto 
base de estas normas y que constituye la esencia de nuestra misión: la declaración universal de los Derechos Hu-
manos, cuya aprobación hace 76 años conmemoramos este 10 de diciembre. Son estos pronunciamientos vigorosos, 
reivindicativos, de sociedades que ambicionaron la igualdad y la plena efectividad de los derechos sociales, sin que sus 
redactores consideraran necesario aludir en su literalidad al término vulnerabilidad, ausente en los articulados.

Como Defensor del Pueblo andaluz -finalizado un segundo y último mandato de cinco años y con la experiencia de uno 
anterior en la década de los 90- tengo la oportunidad a diario de conocer las preocupaciones de la ciudadanía a través de 
las quejas y consultas que recibo; las respuestas que las administraciones nos trasladan, y los informes e investigaciones 
que realizamos, donde percibo estas situaciones. Son 30.000 actuaciones al año, más de 80 al día, lo que constituye un 
barómetro fiable y riguroso. Conocemos la realidad y sabemos por dónde hay que transitar.

Parece evidente que nos enfrentamos a una brecha entre las necesidades sociales y la capacidad de los servicios públicos 
para dar respuesta a estas. Por ello, a estos colectivos vulnerables “tradicionales” se han unido otras situaciones crecientes 
de personas que están en situación de vulnerabilidad. Por ejemplo, quienes reciben un diagnóstico sanitario nega-
tivo y esperan durante meses una intervención. Las personas dependientes y sus familiares, cuya calidad de vida se ve 
comprometida por años de retraso en la tramitación de la ayuda. Quienes encuentran dificultades para el acceso o el 
mantenimiento de un techo digno, en especial para generaciones de jóvenes. Los nuevos excluidos, personas mayores 
o no, por la brecha digital. Quienes sufren la falta de recursos en sanidad (por ejemplo, psicólogos para los problemas 
de salud mental) y educación (me detengo en las familias con hijos e hijas con necesidades especiales y trastornos de 
conducta). O de aquellos que temen las consecuencias de la precariedad laboral y el desafío de la inteligencia artificial.  

Aceptamos que todos somos vulnerables ante la emergencia climática, como nos ha demostrado la DANA, y ante el 
deterioro de nuestra democracia debido a la amenaza de la ultraderecha, que niega no solo derechos consolidados, 
la aceptación de la diversidad y de la identidad, y la reconciliación con nuestro pasado, entre otras inmoralidades, sino 
también instituciones como la que represento y que ha cumplido 41 años el pasado 1 de diciembre.

Como la ciudadanía a la cual defendemos, los defensores del pueblo aceptamos que también somos vulnerables, 
porque todos estamos expuestos al descrédito de la ciudadanía sobre la actuación de las instituciones públicas a causa 
de la erosión del Estado del bienestar y el aumento de las desigualdades. Nos pueden lastimar o herir, pero mantene-
mos una convicción clara: las instituciones de garantía de derechos son útiles y eficaces por sí mismas, como voces 
vivas de reafirmación del Estado social y democrático de derecho y voz de muchas personas que viven situaciones de 
desigualdad, que carecen de otra forma de hacerse oír y de hacer valer sus derechos frente a una Administración po-
derosa, con frecuencia sorda y muda.

Porque todos tenemos derecho(s) a disfrutar de servicios públicos de calidad y a sentirnos cuidados y protegidos 
cuando somos (o estamos) vulnerables.
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Jesús Maeztu Gregorio de Tejada

Defensor del Pueblo andaluz en funciones

2. Eje Personas

El precio de los seguros para personas mayores. Entre la 
legalidad, la justicia y la equidad

Con relativa frecuencia se reciben en esta Institución quejas remitidas por personas mayores que nos trasladan 
su impotencia ante la continua subida de los recibos de sus seguros de salud, vida o decesos. Una subidas 
que llegan a superar sus capacidades económicas y ponen en riesgo sus posibilidades de seguir beneficiándose 

de los mismos, pese a que en muchos casos acumulan décadas como clientes y usuarios.

El caso más frecuente y que mayor congoja provoca a quienes demandan nuestra ayuda es el de los beneficiarios de 
seguros privados de salud que observan con temor cómo se van incrementando sus cuotas anuales conforme van 
sumando años. Nos piden ayuda porque se ven incapaces de afrontar estas subidas y porque se sienten engañados tras 
pagar sus recibos durante muchos años y ver ahora que pueden quedar privados de los mismos, justo cuando más los 
necesitan porque sus necesidades de salud aumentan inexorablemente con la edad.

Algo similar ocurre con las personas que tienen seguros de vida o de decesos cuando sus cuotas aumentan hasta 
niveles que no pueden asumir y ven cómo pueden perder todo lo pagado hasta esa fecha sin haber recogido el menor 
fruto de tanto esfuerzo.

La cuestión planteada en estos casos, resulta difícil y compleja de resolver por cuanto está relacionada con la regulación 
de las tarifas de los seguros privados. El problema, es la configuración de estos seguros como una prestación privada 
sujeta a las leyes del libre mercado, lo que permite que exista, en principio, libertad en la fijación de los precios de los 
servicios que las empresas aseguradoras prestan a sus clientes.

Es cierto que cuando se contratan los seguros puede acordarse con la compañía que las subidas de las cuotas anuales 
no supere determinados porcentajes o respete un porcentaje fijo de incremento. No obstante, estas tarifas, que suelen 
denominarse planas y admitir diversas variantes, dependen de la voluntad de las partes contratantes y, más acertada-
mente, de la de la compañía aseguradora ya que la capacidad de negociación de los usuarios es ciertamente limitada.

La extensión de este tipo de situaciones hace que sea necesario considerar la oportunidad de una regulación que 
evite que las compañías aseguradoras privadas puedan incrementar las tarifas a sus clientes de mayor edad de 
forma desproporcionada, provocando de esta forma que los mismos deban renunciar al seguro y, en el caso de los 
seguros de salud, dejar su asistencia sanitaria en manos exclusivamente de la seguridad social.

Consideramos injusto el sistema actual de fijación de tarifas para los seguros privados de salud, vida o decesos, no sólo 
por suponer una forma de discriminación hacia las personas de mayor edad -edadismo- a las que se expulsa de 
facto de esta opción de aseguramiento al incrementar desmesuradamente sus facturas, sino también por comportar 
un perjuicio indirecto para el sistema público de salud al derivar al mismo a un grupo de población con unos costes 
sanitarios asociados especialmente elevados.

Esta Institución considera que los seguros privados forman parte de los servicios financieros, considerados por 
la unión europea como servicios de interés general al igual que otros servicios esenciales para la vida cotidiana de 
las personas como pueden ser los servicios de suministro de energía o agua, los servicios de telecomunicaciones o los 
servicios de transporte.

Consideramos una discriminación hacia las personas de mayor edad 
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-edadismo- el sistema actual de fijación de tarifas para los seguros 
privados de salud, vida o decesos

La incidencia de estos servicios de interés general en la vida de la ciudadanía y su relación con derechos fundamentales 
como el derecho a la salud o la educación ha venido determinando un cambio en la consideración de estos servicios y 
una evolución en su regulación que se orienta a considerar que, aunque sean prestados por empresas privadas en un 
régimen de libre mercado, se estime necesario someterlos a una regulación específica para salvaguardar principios 
esenciales como la accesibilidad a los mismos sin discriminaciones, la universalidad o la equidad en la prestación.

Este cambio regulatorio se esta traduciendo en la aprobación de diferentes normas que buscan establecer una mayores 
garantías para las personas en el acceso y uso de estos servicios de interés general. En este sentido, podemos citar la 
Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación, en su artículo 17 sobre  «Derecho a la 
igualdad de trato y no discriminación en la oferta al público de bienes y servicios.»

Entendemos que esta Ley sienta las bases para que pueda exigirse de las compañías de seguros sanitarios privados la 
necesidad de acreditar que las tarifas fijadas para diferentes grupos de edad no son discriminatorias y los incre-
mentos en las mismas cuentan con una justificación adecuada y son proporcionadas a la realidad del servicio 
prestado y a las condiciones de las personas aseguradas.

No obstante, para que esta posibilidad pueda convertirse en una realidad será necesario que previamente se modifique 
la vigente normativa reguladora de los seguros incluyendo en la misma una regulación acorde a este principio de no 
discriminación y trato igualitario.

A este respecto, nos parece que puede ser muy interesante ver como se desarrolla la anunciada modificación de las 
leyes de dependencia y discapacidad para, entre otras cuestiones, “prohibir a las compañías aseguradoras discriminar 
a personas con discapacidad que quieran contratar un seguro”. Creemos que puede ser un modelo a seguir para evitar 
las subidas excesivas y desproporcionadas en los seguros de salud, vida o decesos a las personas mayores.

La salud mental dificulta la superación de los factores de 
inclusión

El entorno juega un papel muy significativo en la salud  mental, hasta el punto de que no se puede entender sin 
tener en cuenta  la familia, el colegio, el trabajo o el contexto social y cultural, de una persona, como ya apuntaba 
M Kastrump. 

Tras años velando por los derechos y libertades de las personas, desde esta Defensoría estamos convencidos de que la 
enfermedad mental es un riesgo para quienes la padecen y su entorno más inmediato, agravándose sus efectos 
en la población más vulnerable de nuestra Comunidad Autónoma.

Son muchos los factores de riesgo a los que se enfrentan quienes disponen de  escasos recursos económicos que apenas 
les impiden hacerse cargo de sus necesidades básicas, o de quienes viven bajo la amenaza de la pérdida de su vivienda, 
con hijos que necesitan un techo donde desarrollarse. En otras ocasiones son las personas mayores, o las personas con 
discapacidad, migrantes, o quiénes residen en la calle, en las que confluyen distintos problemas que les dificultan su 
día a día. 

La salud en los colectivos vulnerables tiene que ver con la respuesta que les ofrezca la sociedad, cuyo abordaje encuentra 
barreras limitantes al acceso a los servicios como pudiera ser la  falta de información o las situaciones de discriminación. 
Casuísticas que llevan a dirigirse a esta Defensoría buscando el apoyo que no siempre encuentran en las administracio-
nes, bien sea por falta de recursos o por la ausencia de una intervención integral o al menos coordinada, para aportar 
soluciones a sus problemas.

Para las personas gitanas enfrentarse a los problemas de salud mental es todo un reto, dado que, si ya es un estigma 
en el resto de población mucho más para estas personas. Nos trasladan en distintas quejas las desigualdades que sufren 

https://www.boe.es/buscar/pdf/2022/BOE-A-2022-11589-consolidado.pdf
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las personas gitanas, provocadas en gran parte por situaciones de racismo y que son origen de muchos desequilibrios 
personales cuando no de un trastorno mental grave. 

Una problemática muy invisibilizada dado que no se han realizado estudios que permitan un abordaje transcultural de 
esta situación y que las administraciones debieran de tener en cuenta.

Por su parte, la detección de la salud mental en la población migrante es uno de los principales retos de los recursos 
públicos, dado que ha de tenerse en cuenta la situación de partida de estas personas para comprender sus éxitos y sus 
fracasos, que en ocasiones se manifiestan con trastornos mentales.

Dejar atrás tu “modelo de vida” y la necesidad de incorporarte a uno nuevo, y tener que hacerlo en un tiempo récord, 
deja huella en quienes toman la decisión de partir de su entorno familiar, con miedo de las pérdidas pero también 
esperanza con las ganancias. 

Todo un aprendizaje en el que aparecen cambios bruscos e inseguridades, rechazos de la sociedad de receptora cuando 
no segregación y marginalidad, como es el caso de quienes residen en un asentamiento de migrantes, apartados del 
entorno en el que trabajan, percibidos como mano de obra y no como ciudadanos objeto de derechos.  

Entre las queja recibidas, destacamos la de aquellas personas que viven en las grandes barriadas de Andalucía, ámbi-
tos urbanos a los que hay que prestar una especial atención a la salud mental, dado que confluyen en los mismos 
población de distintos entornos culturales. Conviven familias gitanas y no gitanas, además de otras procedentes de ma-
rruecos o de áfrica subsahariana, con grandes dificultades para enfrentarse a su día a día, que como antes exponíamos, 
requieren un tratamiento transcultural. Cuando todo se tambalea surge o resurge el fantasma de la enfermedad mental. 

En general, reseñamos la fortaleza de la mujer como canalizadora de estas demandas de atención, de las propias y de 
las de su entorno familiar, que se desmorona cuando no recibe las respuestas adecuadas, dado que los servicios sociales 
y sanitarios de barrio no disponen de los recursos personales adecuados a sus necesidades, siendo escasos o práctica-
mente nulos los dispositivos de salud especializados, sobre todo los destinados a los menores. 

Estas dificultades diarias para alcanzar el bienestar que todo ciudadano anhela se refleja también en gran parte de las 
personas privadas de libertad, que viven con ansiedad el devenir de sus allegados. En ocasiones, nos trasladan la situa-
ción de sus familias, viviendo en pisos con un grado importante de hacinamiento, sin poder buscar otra vivienda ante la 
falta de recursos, que se ve mermados por su ingreso en prisión. Son personas que nos transmiten la frustración de no 
poder ayudar, teniendo que atender también a su propia recuperación, que en muchas ocasiones está condicionada 
por la patología dual provocada por el consumo y la enfermedad mental. Una rueda de la que es difícil salir. 

No se ha de olvidar a quienes padecen alguna enfermedad mental y residen en municipios más pequeños, sin 
los servicios públicos especializados que aborden esta problemática, se encuentran señalados y estigmatizados por la 
población residente. 

La salud mental en los colectivos vulnerables tiene mucho que ver con 
la respuesta que les ofrece la sociedad

En este sentido, los pueblos de pocos habitantes, a pesar de contar con facilidades para detectar estas situaciones, ya 
que se conocen todos y pueden dar las alertas a su debido tiempo, requiere de equipos interdisciplinares en los distritos 
y mecanismos de coordinación formales para mejorar la detección y tratamiento de estas situaciones, con una mejor 
formación de los/as profesionales. 

Pero quizá sean las personas sin hogar las que puedan tener más dificultades para enfrentarse al tratamiento de la 
enfermedad mental.  Es el sinhogarismo una problemática multicausal que se cronifica cuando se ven reducidos los 
ingresos hasta tal punto que se ha quebrado el proyecto de vida, teniendo que sobrevivir cada día en condiciones no 
adecuadas, y lo que es más grave, sin expectativas para superarlo. 

El estado de salud de estas personas es un factor relevante dado que, un porcentaje muy importante presenta algún 
síntoma depresivo, siendo aún más significativo en las mujeres”. Unos indicadores en ambos sexos, más elevado que 
en la población en general. 
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Todas las situaciones relacionadas con la enfermedad mental en población vulnerable dificulta aún más su abordaje, 
necesitando protocolos y espacios donde compartir estos casos, dado que detectamos en los profesionales soledad y 
“una situación de sentirse desbordados”. 

La propia enfermedad mental de quienes se encuentran en un contexto de vulnerabilidad social sitúa a estas personas 
frente a desafíos comunes tales como el estigma, la discriminación, la vivencia de abusos y violencia, o dificultades en 
el acceso  a servicios de salud, educación, empleo, etcétera.

En la salud mental es importante reconocer la vulnerabilidad individual y social de estas personas y abordar así enfoques 
acordes con sus peculiaridades y situaciones sociales, teniendo en cuenta sus contextos culturales. 

En este sentido la Agenda 2030 propone a través del ODS 10, reducir la desigualdad en todas sus manifestaciones, para 
lo cual es necesario abordar la salud mental sin demora, aplicando tratamientos sin espacios en blanco, con conti-
nuidad y atendiendo al contexto familiar y cultural de los y las pacientes. 

3. Eje Planeta y Prosperidad

Subvenciones y ayudas en concurrencia no competitiva. 
Tonto el último

Preocupación de la Institución, en relación con la utilización por la Administración andaluza de las herramientas 
tecnológicas que posibilitan la administración electrónica, su aplicación en la concesión de ayudas y subvencio-
nes sin establecer medidas compensatorias para evitar que se vean discriminadas las personas que presentan 
más dificultades en el acceso a las herramientas tecnológicas      

La Administración de la Junta de Andalucía ha optado para la concesión de ayudas y subvenciones a colectivos numero-
sos de personas, por sistemas de concurrencia no competitiva, imponiendo como obligatoria la tramitación telemática 
de las solicitudes y estableciendo su selección por orden de llegada hasta el agotamiento de los fondos.

Esta decisión nos parece cuestionable, en primer lugar porque está generalizando un sistema de concesión de ayudas y 
subvenciones, como es la concurrencia no competitiva, que de conformidad con la normativa reguladora de las ayudas 
y subvenciones a nivel europeo, estatal y autonómico, debería ser la excepción frente a la regla de la selección por 
méritos o criterios de preferencia.

La razón aducida es que las posibles personas beneficiarias cumplen todos los requisitos exigidos para ser seleccionadas, 
por lo que no es necesario establecer criterios de selección entre las mismas. Lo cierto es que, aunque esta premisa sea 
básicamente cierta, no deja de ser igualmente cierto que existen diferencias entre las personas pertenecientes a estos 
colectivos que podrían justificar el establecimiento de criterios de selección.

Entendemos que la principal razón para optar por estos procedimientos es que  resultan mas fáciles y rápidos de tra-
mitar, lo que supone un evidente ahorro de medios y recursos para la administración y posibilitan mayor eficacia en la 
gestión de las ayudas y subvenciones. 

Estas mismas razones, ahorro de medios, rapidez y eficacia en la gestión, son las que explican que además de utilizar 
este sistema de concesión de las ayudas, se opte por imponer la obligatoriedad de la presentación de las solicitudes por 
vía telemática y se utilice como criterio de selección el orden de llegada de las solicitudes.

Debemos aclarar que esta Institución es firme partidaria de que la administración utilice aquellos medios que le permitan 
cumplir sus fines de interés público de la forma mas ágil, rápida, eficaz y con el mayor ahorro de medios personales y 
materiales que sea posible. Esto incluye la utilización de todas las herramientas tecnológicas que sean necesarias para 
lograr estos fines.
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No obstante, creemos que la consecución de estos objetivos debe realizarse sin que ello suponga quebrar los 
principios de equidad e igualdad en el acceso a las ayudas y subvenciones públicas.

Como hemos podido comprobar en algunos de los procesos de concesión de ayudas que han seguido estos sistemas 
-como es el caso de las ayudas para el denominado “bono alquiler joven”; las ayudas para acceder al denominado “bono 
carestía”; o las ayudas tecnológicas para personas con discapacidad- los fondos públicos que las financian se han ago-
tado rápidamente al concederse a aquellos que conseguían presentar sus solicitudes con mayor rapidez utilizando los 
medios telemáticos. En algunos casos, los fondos se han agotado en menos de 24 horas. 

Ciertamente resulta difícil negar la eficacia del sistema. Sin embargo, no podemos dejar de preguntamos si el sistema 
ha sido igual de justo para todos los posibles beneficiarios, si todas las personas han tenido las mismas posibilidades 
de acceder a estas ayudas.

Según informaciones publicadas y según nos exponen algunas de las quejas recibidas, al primar la rapidez en la pre-
sentación de las solicitudes por medios telemáticos, quienes tienen acceso a mejores recursos tecnológicos, poseen 
mayores habilidades sociales y cuentan con mejores canales de acceso a Internet se sitúan en una posición de evidente 
ventaja a la hora de obtener estas ayudas y subvenciones, frente a quienes carecen de estos medios, estos recursos o 
estas habilidades.

Creemos que la administración andaluza debería valorar la necesidad de buscar medios para el otorgamiento 
de ayudas y subvenciones que, manteniendo criterios de eficacia, permitan garantizar en mayor medida los 
principios de equidad e igualdad.

A tal fin creemos que, cuando sea necesario o conveniente optar por sistemas de concurrencia no competitiva, debería 
optarse por utilizar criterios de selección más justos que el simple orden de presentación de las solicitudes.

La administración electrónica, en aras de mejorar su eficacia, no puede obviar la diversidad de las personas y sus capa-
cidades digitales. Es esencial adoptar un enfoque de diseño centrado en el ciudadano. Esto implica considerar las 
necesidades, habilidades y limitaciones de todos los usuarios al desarrollar servicios digitales. La administración elec-
trónica debe garantizar la igualdad de todas las personas en el ejercicio de sus derechos.

4. Eje Cultura de Paz

La buena administración: XXXVII Jornadas de 
Coordinación de las Defensorías del Pueblo en España

La buena administración es un concepto estudiado por las Defensorías del pueblo en las XXXVII Jornadas de Coordina-
ción de las Defensorías que ha pasado a ocupar un pilar fundamental en nuestra labor. La buena administración es un 
condicionante de la efectividad del Estado de Derecho, asegurando que la Administraciones Públicas y las personas 
que las componen actúen con diligencia en el ejercicio de sus competencias. 

El creciente interés que existe en conseguir una buena administración nace de diferentes vertientes, desde los últimos 
años se ha intentado estudiar el rechazo a la clásica conformación del Derecho Administrativo. 

En primer lugar, dicha actitud surge del deseo de disfrutar de unas instituciones públicas fuertes en las que la ciudadanía 
pueda confiar. En este momento es especialmente apreciable un debilitamiento en la confianza en el funcionamien-
to de las administraciones alimentada por casos de corrupción y por falta de diligencia para el buen desarrollo de las 
funciones administrativas. La Comisión de Venecia declara la importancia del papel de la Institución en la defensa de 
la democracia necesaria para la supervivencia del Estado de Derecho. 

El segundo motivo por el que la noción de buena administración ha pasado a ocupar un capítulo tan grande de nuestras 
prioridades es la necesidad de repensar el sistema tradicional. La concepción tradicional de cómo funciona el Derecho 
administrativo derivaba en una situación de desventaja clara en pro de la Administración, donde el ciudadano se encon-
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traba relegado a un estado de debilidad manifiesta. En la medida que ejerce la Administración potestades públicas con la 
posibilidad de imponer al administrado, precisa compensar la situación de desventaja con mayor claridad y transparencia. 
Así, con el cambio hacia una buena administración, se trata de poner al ciudadano en el centro de las políticas públicas. 

A la hora de hablar de la buena administración, es ineludible apelar al concepto de diligencia debida, que, para la juris-
prudencia española y europea es un término propio del concepto de buena administración. Es decir, ambos términos 
son inseparables y autoexplicativos. De igual manera, la buena administración está relacionada directamente con los 
conceptos de eficacia y de eficiencia como principios rectores de la misma. La eficiencia entendida como la capacidad 
de lograr el efecto que se desea, y la eficacia consiste en lograrlo con el mínimo posible de recursos. 

La buena administración engloba las actividades administrativas que se tienen como deseadas y que siguen los prin-
cipios básicos de la administración (legalidad, buena fe, seguridad jurídica, proporcionalidad…) 

Sin embargo, la buena administración implica unos cambios de filosofía respecto a la visión tradicional de la misma. 
Se acaba con la idea de la discrecionalidad administrativa para acabar con la segunda razón del rechazo al tradicional 
derecho administrativo. Siguiendo el propósito de situar al ciudadano en el centro, se revitaliza el procedimiento adminis-
trativo, dándole más peso a la motivación y simplificando los procedimientos.  En tercer lugar, se entiende la necesidad 
de financiar correctamente a la Administración para que pueda ser efectiva. 

El Defensor del Pueblo andaluz se caracteriza por darle una importancia sustantiva a la herramienta de la mediación. 
El derecho a una buena administración da la posibilidad y aconseja acudir a sistemas alternativos de resolución de 
conflictos y prácticas restaurativas. La experiencia obtenida a través de su puesta en práctica permite a la Institución 
demostrar su utilidad y beneficio a la ciudadanía y a la Administración a la hora de perseguir unas prácticas propias de 
la buena administración. La Constitución promulga la justicia como valor superior de nuestro ordenamiento jurídico y 
este es reforzado si se accede a él a través de técnicas de resolución de conflictos como la mediación.

La buena administración está relacionada directamente con la eficacia 
y la eficiencia como principios rectores: eficiencia entendida como la 

capacidad de lograr el efecto que se desea y la eficacia, en lograrlo con 
el mínimo posible de recursos.

El impulso a la mediación y otros métodos de solución de 
conflictos

Ley Orgánica sobre mejora de la eficiencia de los servicios públicos de justicia

El 2 de enero de 2025 al fin ve la luz la norma con rango de Ley Orgánica 1/2025 de 2 de enero, de medidas en materia 
de eficiencia del Servicio Público de Justicia, por la que se impulsa de forma decidida la utilización de medios 
adecuados para solucionar controversias en vía no jurisdiccional (MASC), superando con ello las reticencias 

que en nuestro país conlleva aún el uso real de estas fórmulas no confrontativas, a pesar de que vienen demostrando de 
manera sostenida la meritada eficacia en los resultados obtenidos, así como la eficiencia en el uso de recursos públicos.

Ya debe superarse el manido argumento de que nuestra cultura adversarial en la gestión de conflictos no permite el 
despliegue de las bondades del uso de instrumentos de cultura de paz. La clave está en la consolidación de un servicio 
de Justicia más amplio y sostenible, basado en la capacidad de negociación entre las partes o con la intervención de un 
tercero, como es el caso de la conciliación o la mediación. La madurez democrática de este país merece ya ser reconocida 
y puesta de manifiesto con el uso de los denominados MASC, por lo que nos concierne en la institución del Defensor 
del Pueblo Andaluz, en relación con los conflictos que se producen entre ciudadanía y administraciones públicas en el 
ámbito del derecho administrativo.

Estos mecanismos, flexibles y adaptativos, están conformados por actividades negociadoras, en las que la participación 
de las personas es tan importante como la de sus representantes, como son los abogados. Estos son los profesionales, 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2025-76
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entre otros, llamados a aprovechar la oportunidad del diálogo y la negociación para acercar posturas, comprender y 
compartir los intereses comunes de ambas partes y lograr un acuerdo pacífico para solventar las controversias, dentro 
del marco normativo, y  sin desmerecer el  ámbito judicial al que siempre podrá acudirse, si no existiera posibilidad de 
pacto y, en cumplimiento lógico de la tutela judicial efectiva que propugna nuestra Constitución española.

Amén de la negociación entre partes, los métodos a que hace referencia la ley, y que ya tienen un amplio despliegue 
en nuestro país, son la conciliación y la mediación, en la que esa negociación antes citada se desarrolla en un proceso 
ágil y flexible en el que un tercero imparcial interviene con técnicas profesionales para gestionar las controversias, co-
adyuvando a las partes en un entorno colaborativo. 

Otros mecanismos a los que se refiere la Ley Orgánica son la opinión de persona experta independiente o la justicia 
restaurativa, vinculada al ámbito penal y a situaciones en las que existe un daño causado, en el cual se conjuga la pre-
sencia de una parte considerada víctima y la de la persona o personas victimarias.

La nueva norma presenta, además de la voluntad impulsora de los métodos antes citados, aspectos clave que debemos 
resaltar, tales como su ámbito de aplicación. En ese sentido,  nuevamente el legislador se ha centrado en los asuntos 
civiles y mercantiles (incluidos los transfronterizos), pero sin abordar aún el ámbito penal, laboral, concursal o admi-
nistrativo. Si bien excluye dichos escenarios, remitiéndose a regulación específica, por ejemplo, para los conflictos que 
atendemos en el Defensor del Pueblo Andaluz, en los que está involucrada una Administración Pública, no es menos 
cierto que la norma tiene vocación universalizadora, pretendiendo un fomento decidido a los MASC y, de seguro, será 
utilizada, como lo fue en la práctica, y con carácter subsidiario, en otros ámbitos, la Ley 5/2012 de 6 de julio sobre media-
ción de asuntos civiles y mercantiles.

La clave está en la consolidación de un servicio de Justicia más amplio 
y sostenible, basado en la capacidad de negociación entre las partes o 
con la intervención de un tercero, como es el caso de la conciliación o 

la mediación.

Uno de los aspectos más importantes y novedosos de la citada Ley Orgánica es el establecimiento como requisito de 
procedibilidad, es decir, la consideración de obligatoriedad, de acudir a un mecanismo de solución alternativa a la vía 
judicial, esto es, a los MASC, antes de poder presentar una demanda que inicie un procedimiento judicial. Esto es así, 
salvando algunas excepciones, para los asuntos civiles, por lo que siendo el derecho civil nuestro derecho común por 
excelencia, cabe desprenderse que el discurrir de la normativa en otros órdenes jurisdiccionales podría seguir la ten-
dencia de establecer dicho requisito pre-procesal. 

La cuestión no es baladí, por cuanto se coloca en posición relevante la máxima de dialogar antes de confrontar, y es 
que el diálogo se basa en colaboración y abordaje positivo, afrontando la controversia de manera reflexiva, de forma 
interactiva y con escucha activa, alejándose de los monólogos que desde la confrontación sistemática dibuja un pro-
cedimiento judicial, a pesar del derecho a la defensa y réplicas o contra-réplicas, que obviamente contempla nuestro 
ordenamiento jurídico procesal. Así, en el ámbito de la confrontación que procura el sistema judicial, nos colocamos en 
un escenario competitivo, en el que una parte gana y otra pierde. No existe posibilidad de alcanzar un consenso tras 
haberse producido una discusión con base en la cooperación y el entendimiento de los mutuos intereses de las partes. 
Esto solo lo promueve el ejercicio de un mecanismo alternativo, que es justo por lo que ahora aboga la Ley Orgánica, no 
solo dirigida a descongestionar el conocido atasco de asuntos que acumulan muchos Juzgados y Tribunales en nuestro 
país, ocasionado por múltiples factores, sino que tiene vocación de superar la citada confrontación, potenciando una 
mirada diferente, basada en la cultura de paz. 

 Por otra parte, la recién estrenada norma reconoce que los procesos que se desarrollen a su amparo serán siempre 
confidenciales, algo que conforma la columna vertebral de los procesos de mediación. Es un aspecto relevante, en la 
medida en que da seguridad jurídica y confianza en el proceso a las partes que negocian una posible solución, sabiendo 
que el resultado es incierto y que podrá saldarse con un pacto que ponga fin, en todo o en parte, a la controversia que 
los llevó a iniciar las conversaciones, pero que también podría terminar sin acuerdo y verse en la tesitura de optar por 
interponer una demanda judicial, en el legítimo ejercicio de la ya mencionada tutela judicial efectiva. 
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Justicia, por tanto, es lo que propugna la Ley Orgánica, ofreciendo un impulso a los MASC, tratando de lograr con las 
medidas que se han comentado, una vía más, una vía diferente, una vía alternativa y complementaria, una vía eficaz, en 
suma, para alcanzar la Justicia, sin vernos obligados necesariamente, y como única posibilidad, a litigar. 

Por último, se facilita en el texto legal la utilización de herramientas digitales para el desarrollo de negociaciones, es-
pecialmente en reclamaciones de menor cuantía. Tengamos en cuenta el avance que, en la práctica de la mediación, 
por ejemplo, se ha venido dando a los procesos en sede telemática, que sobre todo se pusieron de manifiesto con las 
dificultades generadas con la COVID-19, pero que se han afianzado y se han desarrollado técnicas y formación específica 
a las personas mediadoras en este sentido, permitiendo la celebración de procesos con herramientas digitales.

Reforzar la alianza con las entidades sociales en la 
defensa de los derechos y libertades de las personas

Relaciones de la Defensoría del Pueblo Andaluz con el tejido social:  “Nosotros somos porque vosotros sois”.

En un mundo donde las desigualdades sociales y económicas siguen siendo una realidad palpable, las asociacio-
nes dedicadas a la defensa de los derechos sociales juegan un papel crucial en la promoción de la justicia y la 
equidad. Estas asociaciones se han convertido muchas veces en la voz de aquellas personas que a menudo son 

ignoradas o marginadas.

La defensa de los derechos sociales y las libertades públicas abarca una amplia gama de temas: la salud, la vivienda 
digna, la igualdad de oportunidades, la defensa del medio ambiente, el acceso a una educación de calidad, etcétera. 
Las asociaciones surgen como respuesta a esta necesidad, trabajando para garantizar que todas las personas puedan 
disfrutar de sus derechos básicos.

Desde la Defensoría no tenemos ninguna duda del papel de las asociaciones del Tercer Sector en su contribución 
directa al bienestar y la cohesión social y su importante labor en la defensa y materialización de los derechos sociales, 
económicos, culturales y medioambientales de la ciudadanía. Las asociaciones y colectivos sociales desempeñan un 
papel fundamental en la promoción de sociedades democráticas y justas. 

Somos conscientes igualmente que las asociaciones se enfrentan a numerosos desafíos. La falta de inacción, la buro-
cracia y la inexistencia de cauces de participación y escucha dificultan su labor. 

A lo largo de nuestros 40 años de existencia, esta Institución siempre ha encontrado en el ámbito asociativo un aliado 
para contribuir a la construcción de una sociedad que garantice los derechos de todas las personas. 

Las quejas presentadas por las organizaciones sociales ante nuestra Defensoría representan un claro ejemplo de capital 
social vinculante: son expresión de la participación social ligada a la actuación política, en la medida que implica una 
reivindicación de derechos ciudadanos que reclaman a los poderes públicos. Por ello es necesario trabajar de forma 
colaborativa  y mejorar la implicación de dichas asociaciones en nuestro trabajo diario. 

Fruto de este compromiso del Defensor del Pueblo Andaluz con las asociaciones y colectivos sociales, el pasado 23 de 
Abril de 2024 y como colofón de los actos del 40 aniversario de nuestra Institución, celebramos un Encuentro con más 
de un centenar de colectivos sociales de todas las provincias andaluzas para mostrar nuestro compromiso de conse-
guir, de manera conjunta, una mejor defensa y despliegue de los derechos humanos y libertades y contribuir a que se 
cumpla el compromiso de “no dejar a nadie atrás”, así como a hacer frente a las amenazas y riesgos que, por diversos 
motivos, se ciernen contra estos derechos. 

En el auditorio de la Fundición Cajagranada12 y ante la representación de los colectivos sociales, el Defensor del Pueblo 
Andaluz reconoció el trabajo del Tercer Sector en su labor diaria frente a las situaciones de injusticia y de vulneración de 
derechos, con soluciones nacidas desde el compromiso y la participación social, y se ofreció como un colaborador leal 
y a la vez crítico con la administración, “que señala con el dedo casos que merecen ser revisados, sugiere o recomien-

2 https://www.defensordelpuebloandaluz.es/acto-40-aniversario-23-de-abril-2024-cajagranada-fundacion

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/el-defensor-del-pueblo-andaluz-y-los-colectivos-sociales-se-comprometen-a-no-dejar-a
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/acto-40-aniversario-23-de-abril-2024-cajagranada-fundacion
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da modificaciones en el funcionamiento administrativo e incluso impulsa el cambio de la legalidad cuando resulte 
preciso y necesario”.

En este encuentro el titular de esta Institución señaló la importancia que tiene el conjunto de asociaciones que se de-
dican a la defensa de estos derechos: “Vosotros sois nuestro radar para conocer qué problemas tiene la ciudadanía. 
Y nos proyectamos a través de vosotros. Donde vosotros no llegáis, podemos llegar nosotros, porque compartimos el 
mismo espíritu y las mismas inquietudes”-

Entre otros compromisos para la defensa colectiva de los derechos de la ciudadanía, el Defensor subrayó la apuesta por 
el diálogo como instrumento de transformación social; la colaboración para posibilitar que se escuchen todas las voces y 
propuestas de la ciudadanía; el fomento de las alianzas que contribuyan a la consecución de los objetivos de la Agenda 
2030 y, en especial, una educación orientada al cumplimiento de los derechos humanos. 

También la exigencia a los poderes públicos para que pongan a las personas en el centro de las políticas públicas, es-
pecialmente a aquellas que “se encuentran en situaciones de mayor vulnerabilidad”.

En el 40º aniversario de la Institucion, el defensor también ha querido homenajear 6 causas que, a su juicio, necesitan 
una mayor atención y un mayor empuje, y se distinguió a personalidades “ejemplares” que representan la lucha y pro-
tección de estas motivaciones.

 ▷ 1ª causa: Protección de la infancia y adolescencia. 

RECONOCIMIENTO a María Asunción García Bonillo, presidenta de la Asociación para la Intervención y Protección 
de Colectivos Dependientes Inter-Prode, y a Ignacio Gómez de Terreros, con un destacado trabajo en la Fundación 
Gota de Leche y el Foro Profesional por la Infancia.

 ▷ 2ª causa: Defensa de la salud y el bienestar.

RECONOCIMIENTO a José Ramón Molina Morón, presidente de Agrafem, la Asociación Granadina de familiares y 
personas con enfermedad mental

 ▷ 3ª causa: Trabajo a favor de los colectivos vulnerables .

RECONOCIMIENTO a la gaditana María Luisa Campos, reconocida por su papel en distintos movimientos sociales, 
y al jiennense Julio Millán, presidente de Edad Dorada-Mensajeros de la Paz Andalucía. 
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 ▷ 4ª causa: Sostenibilidad ambiental y el cuidado de la tierra.

RECONOCIMIENTO a Francisco Casero, presidente de la Fundación Savia por el Compromiso y los Valores  y Ezequiel 
Martínez, educador ambiental y patrono de la Fundacion Savia

 ▷ 5ª causa: No discriminación e igualdad de trato y la lucha contra el discurso de odio.

RECONOCIMIENTO a Adela Jiménez, presidenta de Málaga Acoge, y a Natividad Bullejos, por su papel activo en el 
feminismo desde los años 70 al frente de la primera organización de mujeres de Granada, en Maracena

 ▷ 6ª causa: Defensa de la memoria democrática y los derechos humanos como sustento de una sociedad 
democrática libre.

RECONOCIMIENTO a Antonio Deza Romero, de la asociación Dejadnos llorar; Carmen Sánchez Sánchez, de la 
Plataforma para la comisión de la Verdad y Cecilio Gordillo, coordinador del Grupo de Trabajo Recuperando la 
Memoria Histórica de CGT-Andalucía y coordinador de la web Todos los Nombres.
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La coordinación entre administraciones, un reto para 
trabajar en entornos vulnerables

La propia definición de persona vulnerable conlleva la necesidad de tener en cuenta los factores que  ocasionan 
esta situación, así como las medidas que se han de implementar para superar estas barreras. Por tanto, se ha 
de tener en cuenta tanto el entorno personal, familiar o relacional y socioeconómico, así como las administra-
ciones competentes para dar soluciones a sus problemas. 

En los informes anuales del Defensor que se presentan al Parlamento andaluz se viene haciendo una breve radiografía 
de los factores que inciden en la vulnerabilidad de una persona, entre los que se encuentra la falta de recursos econó-
micos que le impide acceder o mantener un derecho como la vivienda, teniendo también dificultades para abonar los 
suministros básicos que les permite, entre otras cuestiones, mitigar las temperaturas extremas del frío y el calor. 

Ya en el siglo XXI, seguimos hablando de vivienda insegura, un término que encierra el chabolismo, las infraviviendas 
-incluyendo también las verticales-, barrios degradados, etcétera. Todo ello perdura y se cronifica en el tiempo a pesar 
de las políticas públicas que se articulan en nuestro Estado de Bienestar. 

Preguntarnos qué está fallando y qué más se puede hacer es obligado, dado que de lo contrario contribuiremos a dar 
la bendición a una sociedad desigual donde se desprotege a quienes ya tienen sus derechos vulnerados, así como a 
quienes ven tambalearse los cimientos de su seguridad. 

Son muchas las estrategias que se aprueban en las distintas administraciones y entidades del tercer sector encamina-
das a superar la pobreza, que está en la base de muchos de los factores que caracterizan la vulnerabilidad. Así, desde 
el Ministerio de Derechos Sociales, Consumo y Agenda 2030, se ha aprobado en 2024 la nueva Estrategia Nacional de 
Prevención y Lucha contra la Pobreza y la Exclusión Social 2024-2030, con la vivienda y el desarrollo del estado de bien-
estar como grandes retos.

Un documento que “pretende transformar la situación de las familias en situación de pobreza y asegurar la igualdad 
de oportunidades para romper la herencia negativa entre generaciones”, procurando que los datos macroeconómicos 
se reflejen en las familias. Recoge acciones para asegurar recursos para las personas en situación o riesgo de pobreza, 
reforzar la protección social y coordinar la acción entre administraciones. 

En Andalucía, son también varias las estrategias relacionadas con la población más vulnerable. Un ejemplo de ello es 
la “Estrategia Regional Andaluza para la cohesión e inclusión social. Intervención en zonas desfavorecidas” (ERACIS, en 
adelante) que tiene como objetivo actuar “sobre las zonas de los pueblos y ciudades donde se registran situaciones 
graves de exclusión social y/o donde existen factores de riesgo (…) a fin de transformar la visión que se tiene sobre estas 
zonas y viceversa, de forma que se promueva la eliminación de la territorialidad como un factor de exclusión”.

La ERACIS pone en marcha una nueva forma de intervención guiada por el enfoque integral y comunitario, desarro-
llando los objetivos y principios de la Ley de Servicios Sociales de Andalucía, confiando en el efecto transformador de 
la acción conjunta y la capacidad de intervención de un numeroso conjunto de personas cualificadas que van a actuar 
en las zonas desfavorecidas con esta orientación. 

Por su parte la Estrategia Andaluza para la Inmigración 2021-2025: Inclusión y convivencia pretende dar una respuesta 
a las necesidades que Andalucía tiene ante los procesos de integración de las personas migrantes asentadas en nues-
tra comunidad, así como por la llegada de nuevos flujos migratorios. Retos “que han de afrontar con la finalidad de 
conseguir una sociedad cohesionada en un clima de convivencia que respete la diversidad”, y alineada a los ODS de 
la Agenda 2030. 

Entre sus objetivos generales se encuentran el impulso de la coordinación en la gestión de las políticas públicas de la 
Junta de Andalucía dirigidas a la inclusión social de la población migrante en Andalucía, fortaleciendo sus estructuras, 
el seguimiento y evaluación de las políticas y avanzando en la cooperación entre los poderes públicos y los agentes 
sociales implicados. 

Mencionar igualmente la I Estrategia de Atención a Personas Sin Hogar en Andalucía 2023-2026, publicada en el BOJA el 
27 de diciembre de 2023. Alineada con los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, contempla 7 objetivos 

https://www.dsca.gob.es/sites/default/files/noticias/Estrategia_Nacional_de_Prevenció_y_Lucha_contra_la_Pobreza_2024.pdf
https://www.dsca.gob.es/sites/default/files/noticias/Estrategia_Nacional_de_Prevenció_y_Lucha_contra_la_Pobreza_2024.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/servicios/publicaciones/detalle/78556.html
https://www.juntadeandalucia.es/organismos/inclusionsocialjuventudfamiliaseigualdad/areas/politicas-migratorias/planes-inmigracion.html
https://www.juntadeandalucia.es/sites/default/files/2023-12/I%20Estrategia%20de%20atención%20a%20Personas%20sin%20Hogar%20Andalucía_DEF.pdf


DESGLOSE POR TEMAS · INFORME ANUAL DPA 2024

12. Personas Mayores

36ÍNDICE >

estratégicos  a través de los cuales se pretende reducir el número de personas en sinhogarismo. Propone 20 programas 
en los que se agrupan 100 medidas de actuación que han de responder a modelos de intervención basados en dere-
chos de las personas en situación de grave exclusión residencial, desde una perspectiva de las obligaciones éticas de la 
sociedad, las administraciones públicas, organizaciones y profesionales del ámbito de la inclusión social.

Para la implementación de esta estrategia, “serán de especial aplicación los valores de transversalidad de género, pues 
en el Diagnóstico se ha puesto de manifiesto la situación de mayor vulnerabilidad de las mujeres sin hogar con respecto 
a los hombres, que produce una situación de desventaja, la coordinación intersectorial e interadministrativa, dada 
su importancia clave para la atención de las PSH y la atención integral centrada en la persona como modelo 
básico de intervención, regulado en la Ley 9/2016, de 27 de diciembre”

A nivel local destacamos los Planes Locales de Intervención en Zonas Desfavorecidas, (ERASCIS) , unos documentos 
programáticos que, con un enfoque comunitario, sitúan la gobernanza en las Entidades locales (Ayuntamientos y Di-
putaciones Provinciales) como vertebradoras del desarrollo comunitario.  Unos planes que tendrán que “mejorar y 
articular la coordinación de las diferentes Administraciones Públicas que intervienen en las zonas”. 

Dicho esto, en este año 2024 se siguen detectando que la socorrida coordinación administrativa no consigue los efectos 
perseguidos, dado que son numerosas las quejas y actuaciones a través de las que hemos podido conocer la falta de 
espacios de diálogo y mesas de trabajo que aborden diagnósticos concretos de quienes se encuentran en situación de 
vulnerabilidad, ofreciendo soluciones compartidas o itinerarios encaminados a mejorar su vida. 

Encontramos esta falta de diálogo en actuaciones concretas con personas que van a ser desalojadas de viviendas 
públicas y requieren desde que se conoce el inicio de los expedientes de desahucio, que se adopten iniciativas para pro-
piciar una intervención coordinada con los Servicios Sociales Comunitarios de referencia y el Registro de Demandantes 
de Vivienda Protegida, que ayude a adoptar las medidas necesarias para paliar la situación de vulnerabilidad en la que 
se encuentran estas familias, conforme a las competencias de cada administración. 

También hemos podido conocer la falta de impulso en actuaciones de coordinación entre administraciones en el 
desarrollo de los Planes Locales de Intervención (ERASCIS) que se desarrollan en las principales barriadas de Anda-
lucía, carentes de intervenciones de otras administraciones que acompañen los  itinerarios de las personas destinatarias. 
Hablamos de mejoras en equipamientos de barrio, urbanismo, ajardinamiento, vivienda, etc., todas ellas competentes 
de órganos locales y autonómicos.

Y por último, reseñar la necesidad de una actuación coordinada a nivel local, autonómico y nacional para abordar 
la erradicación de los asentamientos chabolistas de personas migrantes en las provincias de Huelva y Almería, 
que requieren la actuación coordinada de las tres administraciones para  programar actuaciones y dotarlas de 
presupuesto que permita gestionar sus Planes locales de erradicación de asentamientos a través de actuaciones enca-
minadas a favorecer la inclusión de las personas objeto de intervención, tal y como se contempla en el I Plan Estratégico 
para erradicar los asentamientos irregulares (EASEN). 

Todas ellas son actuaciones que tienen su referente en la Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible, en el que adquiere una 
especial relevancia el ODS 17 cuyo objetivo es la coordinación y colaboración real entre administraciones para luchar 
contra la exclusión y conseguir cambios estructurales en las condiciones de vida de las personas que más lo ne-
cesitan. Una forma de trabajar que se ha de impulsar desde los responsables de los distintos órganos de gestión.

https://www.juntadeandalucia.es/organismos/inclusionsocialjuventudfamiliaseigualdad/areas/inclusion/zonas-transformacion/paginas/planes-zonas-transformacion.html
https://www.juntadeandalucia.es/organismos/consejo/sesion/detalle/247926.html
https://www.juntadeandalucia.es/organismos/consejo/sesion/detalle/247926.html
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